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Boletín N° 1035-07- (O).

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en las observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

____________________________________________________________

Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre las observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el epígrafe, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia con carácter de “simple” con fecha 2 de noviembre de 2000. 

I. Antecedentes.

1. Envío a la Comisión.

La decisión de enviar las observaciones en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 28ª ordinaria, del 16 de agosto de 2000, en el momento de darse cuenta del respectivo veto, por oficio Nº 160-342, del 11 de agosto de 2000. 


2. Contenido reglamentario de este informe.

Acorde con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación, corresponde que la Comisión indique a la Sala el alcance de las observaciones formuladas y proponga su aceptación o rechazo.

Forma parte de este informe un texto refundido anexo, que contiene  el proyecto aprobado por el Congreso Nacional y las observaciones de S.E. el Presidente de la República. 

Así quedaría el proyecto sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo si se aprobaran todas las observaciones formuladas.


La Secretaría de la Corporación ha elaborado, además, un texto comparado entre el proyecto comunicado y las observaciones.


3. Quórum especiales de votación.


Los artículos 4°, inciso segundo, en cuanto otorga determinadas atribuciones a los Consejos Regionales de Desarrollo; 42 y 49, que inciden en la organización y atribuciones de los tribunales, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.


Los artículos 30, 31 y 32, que se refieren a los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social; 44, que modifica la ley del Consejo Nacional de Televisión y establece limitaciones para la adquisición del dominio de servicios de televisión de libre recepción; primero transitorio, que se refiere a la misma materia, y 50, que deroga la Ley de Abusos de Publicidad, tienen el carácter de normas de quórum calificado.


4. Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión.


Vuestra Comisión ha acordado recomendaros que tengáis a bien prestar aprobación a las observaciones formuladas por S.E. de la República, con excepción de la signada con el número 10, que incorpora un artículo 10 nuevo, relativo a la obligación de las publicaciones escritas de señalar la tirada cuando ésta sea superior a cinco mil ejemplares, la que, por diez votos a favor y una abstención, recomienda rechazar.


La referida observación, de carácter aditiva, se encuentra directamente relacionada con la observación N° 31, por la cual se incorporan dos disposiciones transitorias, fijando la segunda  la fecha de entrada en vigencia del mencionado artículo 10, seis meses después de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


De concordar la Corporación con esta recomendación, ha de tenerse en consideración que de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 172 del Reglamento de la Corporación, cuando no hubiere ley en la parte observada y esta incidiere en una disposición principal del proyecto o del artículo, en su caso, quedarán también sin efecto sus demás disposiciones que sean accesorias o dependientes de la parte afectada por la observación.


En tal virtud, el rechazo del artículo 10 deja sin efecto el artículo segundo transitorio propuesto en la observación 31.


Ha de hacerse constar que los demás acuerdos de la Comisión fueron adoptados por unanimidad, salvo los recaídos en las observaciones 23 y 27, que lo fueron por simple mayoría.


5. Opinión de la Corte Suprema.


En atención al hecho de que algunas de las observaciones se refieren a materias que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, fueron puestas en conocimiento de la Excma. Corte Suprema para los efectos previstos en el inciso final del artículo 74 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Por oficio N° 2017, de 13 de septiembre de 2000, la Corte informó favorable la observación correspondiente al nuevo artículo 27, que entrega al conocimiento del tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social el conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Título IV.


El referido Título IV, antiguo Título III, lleva por epígrafe "Del derecho de aclaración y de rectificación."


El artículo 17, con el que comienza el señalado Título dice que "toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su aclaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que se establecen en los artículos siguientes, por el medio de comunicación social en que esa información hubiere sido emitida."


La Corte también informó favorablemente el artículo 42, nuevo, que dispone que la justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el artículo 19, número 12, inciso primero, de la Constitución Política de la República, agregando que esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos, en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero que goce alguno de los inculpados


A juicio de la Corte Suprema, estas normas constituyen una aplicación de la regla general en materia de competencia en la legislación nacional.


Por la misma razón anterior, los nuevos artículos 40 y 41, que se refieren a la responsabilidad penal y civil y a la indemnización de perjuicios, también fueron informados favorablemente, pese a tratarse de normas que no inciden directamente en las atribuciones de los tribunales.


En lo que respecta al nuevo  artículo 49, que intercala, en el artículo 50, Nº 2, del Código Orgánico de Tribunales, 
 entre la expresión “los Ministros de Estado" y la expresión “los Intendentes y Gobernadores", la siguiente expresión: "Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile", explica el Tribunal Supremo que de este modo, corresponderá conocer de las causas civiles en que sean parte o tenga interés alguna de las autoridades señaladas a un Ministro de Corte de Apelaciones y no a un Juez de Letras en primera instancia, aunque se tratara de asuntos de una cuantía inferior a 10 U.T.M., como sucede en la actualidad.


Atendida la alta investidura de las personas de que se trata, le parece que se cumple con la nueva disposición de mejor manera con la finalidad del fuero civil, al equipararlas con aquéllas que ya gozaban del llamado "fuero mayor".


En lo que dice relación con las modificaciones que se introducen a la ley sobre Seguridad Interior del Estado, señala la Corte que al reemplazarse la letra b) del artículo 6 por el siguiente: "b) los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional", se excluye de la figura penal que esa norma consagra "a los que injurien o calumnien al Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de la Fuerzas Armadas, o General Director de Carabineros, sea que la difamación, la injuria o la calumnia se cometa con motivo o no del ejercicio de las funciones del ofendido".


Hace saber, al respecto, que ya emitió opinión sobre la materia en informe de 17 de mayo de 1999, remitido mediante oficio signado con el número 0531 (BOL. 2324-07), que en lo pertinente recoge el acuerdo de la Corte de no informar ese proyecto en los términos de la señalada norma constitucional pues, a su juicio, en estricto derecho, la iniciativa no modifica directamente la organización ni las atribuciones de los tribunales. 


Tuvo presente, para ello, que la sola reforma de una figura penal, si bien altera la competencia de los tribunales ordinarios o especiales que conocían del respectivo delito, no es una de las modificaciones aludidas por la citada norma constitucional y, por tanto, su aprobación no requiere de informe previo de esa Corte.


Indica luego que, en la misma ley sobre Seguridad Interior del Estado y evidentemente con la idea de unificar los asuntos de la naturaleza de los que son materia del proyecto, el artículo 17 se reemplaza por el siguiente: "Artículo 17. La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la ley sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo."  


Esta misma intención deriva en la derogación de los artículos 18, 19, 20 y 21.


En razón de la finalidad unificadora que persiguen estas disposiciones,  la Corte Suprema también las informa favorablemente.


Finalmente, señala que la derogación de la ley 16.643, sobre Abusos de Publicidad, trae consigo la derogación de su artículo 24.


Al respecto, la Corte Suprema estima que, por la finalidad protectora de los menores, sería conveniente mantener dentro de la legislación el artículo 24. 


6. Personas invitadas

Durante el estudio de esta iniciativa legal en este trámite  reglamentario, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro Secretario General de Gobierno, don Claudio Huepe García; de la Subsecretaria de esa Cartera de Estado, doña Carolina Tohá Morales; del Jefe de la División Jurídica de dicho Ministerio, abogado señor Ernesto Galaz Cañas; de los profesores universitarios abogados señores Antonio Bascuñán Rodríguez, Luis Ortiz Quiroga, Cristián Riego Ramírez, Francisco Cumplido Cereceda, Patricio Zapata Larraín, Pablo Ruiz-Tagle Vial y Jorge Bofill Genzsch; del señor René Cortázar Sanz, presidente de Asociación Nacional de Televisión (ANATEL); del señor Carlos Schaerer Jiménez, Presidente de la Asociación Nacional de la Prensa (ANAP); del señor César Molfino Mendoza, Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI); de los señores Patricio Ulloa Maturana y Enrique Alvarado Aguilar, presidente y gerente del diario "El Metropolitano"; del señor Carlos Plass Wahling, presidente de la Asociación Nacional de Avisadores (ANDA); del señor Juan Carlos Fabres Durrels, presidente de la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP); de los señores Audénico Barría Navarro y Roberto Cajas Corsi, Consejeros Nacionales del Colegio de Periodistas; y del señor Manuel Massa Mautino, Director del diario "La Prensa" de Curicó.

7. Objetivos generales del proyecto.


El proyecto de ley sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo tenía, como objetivos principales, los siguientes: 


a) Establecer un cuerpo normativo que desarrollara en forma orgánica las libertades de opinión e información;


b) Regular el ejercicio del periodismo, precisando quiénes pueden usar la denominación de periodista y estableciendo un estatuto de derechos y responsabilidades para estos profesionales, consagrando, entre otros, el derecho a mantener en reserva la fuente informativa;


c) Consagrar el pluralismo en nuestro sistema informativo;


d) Contemplar un procedimiento de constitución y funcionamiento de los medios de comunicación social;


e) Reglamentar el derecho de aclaración o rectificación del ofendido o injustamente aludido por un medio de comunicación social;


f( Tipificar y sancionar las infracciones y delitos a que puede dar lugar el ejercicio abusivo de la libertad de expresión, entregando la competencia a los tribunales ordinarios, los cuales conocerán dichos ilícitos mediante los procedimientos comunes;


g)  Eliminar el delito de difamación, poniendo término a las normas de protección especial con que cuentan actualmente las autoridades y suprimiendo, en este contexto, la atribución del juez de disponer el requisamiento de ediciones completas de publicaciones en que supuestamente se difame, injurie o calumnie, y


h) Derogar la ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publicidad.


8. Texto comunicado al Gobierno.

La Cámara de Diputados rechazó el informe de la Comisión Mixta con fecha 16 de mayo de 2000.

El Senado, en cambio, le prestó aprobación el 12 de junio de 2000.

Atendido lo anterior, la Cámara de Diputados, como Cámara de origen, por oficio N° 2885, de 13 de junio de 2000, le comunicó lo resuelto a S.E. el Presidente de la República, para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 68 de la Carta Fundamental, esto es, para que comunicara si haría o no uso de la facultad que la citada disposición le confiere, en orden a que la Cámara de origen considerara nuevamente el proyecto aprobado en segundo trámite por la revisora.

Por oficio 81-342, de 16 de junio de 2000, del cual se dio cuenta en la sesión 9ª, en martes 4 de julio de 2000, el Presidente de la República manifestó que había resuelto no hacer uso de la referida facultad.

Por oficio N° 2914, de 4 de julio de 2000, recibido por el Gobierno el 11 del citado mes, se le consultó al Presidente de la República si haría uso de la facultad que le confiere el artículo 70 de la Constitución Política de la República de desaprobar el proyecto, expresándole que, en el evento de que lo aprobare sin observaciones, lo comunicara a esta Corporación antes de su promulgación, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional. 

El Presidente de la República optó por vetar el proyecto, lo que hizo por oficio 160-342, de 11 de agosto de 2000.

--------


El texto que fue comunicado al Presidente de la República quedó reducido a 27 artículos, habiendo desaparecido, por tanto, disposiciones relativas a las siguientes materias, las que han de sido repuestas – no necesariamente en los mismos términos – mediante el correspondiente veto del Ejecutivo:

· Definición de medio de comunicación social.

· Ejercicio del periodismo y el secreto profesional.

· Pluralismo informativo.

· Requisitos para ser propietario de un medio de comunicación social.

· Individualización de los propietarios de los medios de comunicación social en éstos.

· Requisitos que debe cumplir la publicación del escrito de aclaración o de rectificación.

· Delito que sanciona a los que por cualquier medio de comunicación social realicen publicaciones o transmisiones que conciten el odio, la hostilidad o el menosprecio de personas o colectividades.
· Delito consistente en impedir la libre difusión de opiniones e informaciones por un medio de comunicación social.

· Reglas relativas a la responsabilidad civil y penal por los delitos de que trata esta ley.

· Reglas de competencia, en virtud de las cuales la justicia ordinaria sería siempre competente para conocer de estos delitos.

· Modificaciones a la ley del Consejo Nacional de Televisión para impedir la concentración en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción.

· Modificaciones a la ley de Seguridad del Estado destinadas a modificar algunos tipos penales y las reglas de competencia.

· Derogación de la Ley de Abusos de Publicidad.

II. Observaciones o vetos.


S.E. el Presidente de la República, por oficio N° 160-342, de 11 de agosto de 2000, ha formulado un veto aditivo y sustitutivo, que consta de un total de 31 observaciones, con la finalidad, según expresa, de contribuir a forjar un adecuado estatuto de las libertades de opinión e información, el que, ciertamente, ayudará substantivamente al perfeccionamiento de la democracia y al aseguramiento de los derechos ciudadanos.


1. Fundamentos de las observaciones.

El Gobierno empieza por recordar que esta iniciativa se originó en un Mensaje del Ejecutivo del 8 de Julio de 1993 y que su propósito fue dotar al país de una legislación más coherente y moderna para garantizar la plena vigencia de las libertades de opinión e información, consagradas en el artículo 19,  N° 12, de la Constitución, como también regular adecuadamente el ejercicio de la profesión periodística.


Durante estos 7 años, el proyecto fue debatido intensamente en el Parlamento, incorporándose a él los aportes de los parlamentarios y de los distintos actores involucrados en las materias que él está llamado a regular. 


Las observaciones, según se hace saber, consideran muy especialmente los textos que fueron aprobados en el curso de los diversos trámites constitucionales; asimismo, se han tenido en cuenta los alcances, observaciones y reparos formulados por representantes de los distintos comités parlamentarios y por los dirigentes de las asociaciones de medios de comunicación social y del Colegio de Periodistas.


A juicio del Gobierno, se vive una profunda época de cambios, especialmente en lo referente a la producción de conocimientos, información y comunicación. 


La globalización de las comunicaciones caracteriza profundamente el desarrollo mundial de la última década. Las tradicionales fronteras existentes entre los países, hoy se ven superadas por las comunicaciones promovidas por las sociedades abiertas.

En este contexto, la tendencia natural de las sociedades democráticas como la nuestra, es la de avanzar hacia la generación de mayores espacios de libertad en el ámbito de las comunicaciones. Junto con lo anterior, se requiere de instituciones políticas sólidas y de una ciudadanía activa, lo cual supone un nivel adecuado de información sobre los asuntos de interés general; en tal sentido, el reconocimiento del derecho de la ciudadanía a una información abierta y transparente constituye uno de los objetivos principales de este proyecto de ley. 

Le parece, por último, que esta ley debe estar basada en los principios de pluralidad, apertura, transparencia y fomento al desarrollo de la ciudadanía. 

2. Materias sustantivas a las que se refiere el veto.

El Gobierno destaca cinco materias sustantivas en el veto, que buscan mantener la coherencia, los consensos y el contenido democratizador del sistema informativo: el derecho a recibir información, la destinación de recursos para difusión local, la regulación del periodismo, el pluralismo informativo y la competencia de los tribunales.

a)  Derecho a recibir información.

Se reconoce el derecho que asiste a las personas a la información sobre asuntos de interés general, que forma parte natural y se encuentra implícito en la libertad de opinión y de información, porque de nada sirven estas libertades si ellas no tienen destinatarios reales, sin que esto signifique, en ningún caso,  que pueda obligarse a alguna persona o a algún medio a entregar determinada información, como lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en su sentencia del 30 de octubre de 1995, recaída en los autos rol N° 226, al conocer, precisamente, de un requerimiento de constitucionalidad sobre algunas materias específicas de la iniciativa en informe, entre ellas, el derecho que se analiza.

b)  Recursos para difusión local.

La descentralización y desconcentración del país, no es solamente un proceso político-administrativo o territorial, es también un proceso vinculado al desarrollo de la libertad de información y opinión. 

El desarrollo socio-cultural equilibrado del país requiere asumir, en perspectiva, la equidad comunicacional-informativa, para contribuir al desarrollo regional.

Para estos efectos se propone contemplar  en la ley de Presupuestos del Sector Público recursos destinados a apoyar programas y espacios de índole cultural o interés regional para ser difundidos por los medios de comunicación social regionales, provinciales o locales. 

c) Regulación del periodismo.

En relación al periodismo, se establece un título especial relativo a su ejercicio, como una manera de entregar una señal clara de la importancia que para la sociedad tiene su función pública.

Bajo ese título se proponen diversas normas para dignificar la profesión periodística, como lo son la definición de periodista; la obligatoriedad para que los órganos centralizados y descentralizados del Estado como así también las empresas públicas, contraten periodistas titulados para el ejercicio de estas funciones; normas referidas al secreto periodístico, y a la protección intelectual del trabajo periodístico o cláusula de conciencia.

d)  Pluralismo informativo.

Se aborda el pluralismo informativo como expresión de la relación existente entre la democracia plural y la economía de mercado, teniendo en consideración el debate y consenso existente, así como también las disposiciones vigentes y los fallos pronunciados en la materia.

Se propone acrecentar la transparencia en el mercado informativo, el que, además, debe ser pluralista y encontrarse sometido a las normas de la libre competencia. 

En este sentido, se han incorporado precisiones respecto a las formalidades que deben cumplir los propietarios de los medios de comunicación social.

En aras de la necesaria transparencia, se obliga a señalar en las publicaciones escritas con un tiraje superior a los cinco mil ejemplares, en un lugar destacado de cada publicación, el número de ejemplares de la edición inmediatamente anterior. 

Dicha norma debería ser complementada en el futuro con un mecanismo de verificación consensuado por todos los involucrados.

En opinión del Gobierno, la industria de los medios de comunicación no puede escapar a los mecanismos de control económico que nuestro sistema tiene, para asegurar la libre competencia y la no concentración monopólica. 

Por tal motivo, se incorporan normas que clarifican el rol de la Fiscalía Nacional Económica en relación a los medios informativos. 

En el caso de los medios sujetos al sistema de concesiones, se establece la exigencia de un informe previo de la Comisión Preventiva a objeto de detectar oportunamente el efecto negativo que determinadas transacciones pudieren tener en la libre concurrencia. 

Así también, es necesario que exista, para conocimiento público, un registro de las personas naturales o jurídicas que tengan participación en la propiedad de los medios, registro que será organizado y actualizado por los propios medios de comunicación social.

Estas disposiciones buscan equilibrar adecuadamente el pluralismo informativo en un contexto de la economía de mercado y de desarrollo de una democracia pluralista y transparente.

e)  Competencia de tribunales.

El proyecto de ley contiene normas fundamentales que aseguran la libertad informativa derogando disposiciones restrictivas existentes en diferentes cuerpos legales e introduciendo cambios en materia de competencia de los tribunales, para garantizar y ampliar la libertad de expresión e información, y de formación de la opinión pública en el país. 

Se propone que la justicia ordinaria sea siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información consagradas en el artículo 19, N° 12, de la Constitución Política de la República, y que esta competencia prevalezca sobre toda otra norma. 

Se modifica el artículo 6°, letra b),  de la ley de Seguridad del Estado, que deroga privilegios de ciertas autoridades públicas en relación a los delitos de injuria y calumnia, lo que importa una adecuación del derecho interno al Derecho Internacional contractual que obliga a Chile.

Lo anterior se complementa con la modificación del artículo 50, N° 2°, del Código Orgánico de Tribunales, para hacer posibles que los procesos que se sigan contra determinadas autoridades sean llevados por un Ministro de Corte de Apelaciones.

Por último, se propone derogar la ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad, con el fin de unificar toda la normativa atinente al ejercicio de las libertades de opinión e información en un solo cuerpo legal. 

La derogación de dicha ley, implicará, además, la eliminación de la facultad que tienen hoy los tribunales de decretar la prohibición de informar respecto de causas ante ellos pendientes. 


3. Alcance de las observaciones y acuerdos adoptados por la Comisión.


En esta parte del informe se hará una breve síntesis de las observaciones formuladas, seguido del debate habido en la Comisión, cuando corresponda, para terminar con los acuerdos adoptados en orden a recomendar su aprobación o rechazo.

Observación N° 1

(Artículo 1°)


Incorpora en el artículo 1°, relativo a los derechos que confieren las libertades de emitir opinión y la de informar,  un inciso final del siguiente tenor:


“Se reconoce a las personas el derecho a ser informadas sobre los hechos de interés general.”


La observación consagra el derecho a la información.

Dicho derecho ha sido reconocido en la jurisprudencia que sobre el particular ha desarrollado el Tribunal Constitucional, el cual ha dictaminado que "si bien en la letra de la Ley Fundamental no aparece consagrado expresamente el derecho a recibir las informaciones, éste forma parte natural y se encuentra implícito en la libertad de opinión y de informar, porque de nada sirven estas libertades si ellas no tienen destinatarios reales", y agrega que esto no significa en ningún caso que se pueda obligar a alguna persona o a algún medio a entregar determinada información. 

La disposición fue latamente comentada, especialmente en cuanto a su sentido y alcance.

Si bien la Constitución no la establece en forma explícita, está en los tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes.

El fallo del Tribunal Constitucional dejó en claro que este era un derecho que se podía aceptar a la luz de la Constitución Política, siempre y cuando se entendiera que nacía en el momento en que se emitían las informaciones. No puede el Estado, sobre la base de este derecho, atribuirse la facultad de obligar a un medio de comunicación social a informar en tal o cual sentido.


El titular de este derecho son todas las personas. Los sujetos obligados son el Estado, por una parte, y también los medios de comunicación social. 

En el mismo proyecto el Estado aparece obligado por el artículo 4°, que incorpora fondos a través de los cuales apoyará estudios sobre pluralismo y a la prensa regional, provincial y comunal. 

El Estado estará cumpliendo un deber, lo que es una prestación positiva a la luz de este derecho que se reconoce a todas las personas.

También hay prohibiciones para el Estado. El artículo 37 establece un delito para sancionar al que, en el ejercicio de funciones públicas,  obstaculizare o impidiere la libre difusión de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social. Por la redacción este delito se está circunscribiendo a todos los funcionarios públicos.

Este mismo derecho sirve de fundamento para la supresión de las prohibiciones para informar y para la derogación de la ley de Abusos de Publicidad, específicamente su artículo 25. Si todos los chilenos tienen el derecho a ser informados sobre hechos de interés general, es razonable que no se siga autorizando a los jueces para establecer prohibiciones de informar.


De este derecho se deducen también obligaciones nuevas, reformadas, para los medios de comunicación social, como la información sobre la tirada, que está establecida no tanto en beneficio de los avisadores sino para el público en general.


La prohibición de prácticas antimonopólicas, en el artículo 38, es también una consecuencia del derecho a ser informadas que se reconoce a todas las personas. Los hechos, actos o convenciones que entraben la producción de informaciones puede llegar a ser para la jurisprudencia una herramienta interesante.

Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 2

(Artículo 2° nuevo)

Repone el artículo 2° aprobado por la comisión mixta, que define lo que debe entenderse por medios de comunicación social.

La disposición es del todo idéntica a la aprobada por la comisión mixta en su oportunidad.

Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 3

(Artículos 3° y 4° nuevos)

En el artículo 3° se define el pluralismo, de manera diferente como se hacía en el artículo 7° del texto de la comisión mixta, que ponía el énfasis en la libertad de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social y en la libre competencia entre ellos.

La nueva redacción es más general, optándose por indicar el objetivo del pluralismo, que no es otro que favorecer la diversidad social, cultural, política y regional del país, precisándose que es con ese propósito que se “asegurará” la libertad de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social.

Respecto de los medios escritos — diarios, revistas y periódicos — es la propia Constitución la que garantiza a toda persona natural o jurídica el derecho a fundarlos, editarlos y mantenerlos.

En el caso de las estaciones de televisión, también la Constitución garantiza al Estado, aquellas universidades y demás personas o entidades que la ley determine, el derecho a establecerlas, operarlas y mantenerlas.

La disposición que se comenta es aplicable a todos los medios de comunicación social.


El inciso primero del artículo 4° corresponde al inciso segundo del artículo 3° aprobado por la comisión mixta. 


Dispone que los fondos presupuestarios del Estado, de sus organismos y empresas y de las municipalidades, destinados a avisos, llamados a concurso, propuestas y publicidad con una clara identificación en el nivel regional, provincial o comunal, deben destinarse mayoritaria o preferentemente a efectuar la correspondiente publicación o difusión en los medios de comunicación social existentes en esos niveles.


Se agrega un inciso segundo, nuevo, con el fin de que en la Ley de Presupuestos del Sector Público se contemplen recursos para financiar la realización, edición y difusión de programas o suplementos de carácter regional.


En relación con los fondos presupuestarios a que se refiere el artículo 4°, se hizo presente que no era una disposición programática, sino que tiene efectos jurídicos inmediatos. En el evento de que se apruebe esta norma, los responsables del cumplimiento de la ley serán las autoridades administrativas respectivas. 


El señor Ministro Secretario General de Gobierno hizo saber que este texto había sido consensuado por el Gobierno con los distintos sectores parlamentarios. 


Las diferencias con ellos se produjeron en torno a quién debe resolver el concurso para la asignación de los recursos. 


La posibilidad de otorgarles la plena responsabilidad de asignar los fondos a los Consejos Regionales fue objetada por varios parlamentarios, porque estarían compitiendo proyectos, por ejemplo, de alcantarillado con apoyo a un determinado medio de comunicación regional. La comunidad de esa región no entendería que se la privara de agua potable porque los fondos estarían siendo ocupados en un medio de comunicación social. Por ello, se estimó  que era absolutamente necesario que los fondos fueran distintos. 


En opinión mayoritaria de éstos, se acordó dejar establecido en el precepto que se comenta, que los concursos los resolverían  los Consejos Regionales, pero no con los criterios usados para otros concursos. Así, los concursos serán dirimidos por comisiones cuya composición, generación y atribuciones serán determinadas por reglamento, en el cual, además, deberán establecerse los procedimientos y criterios de selección.


Se aclaró por el señor Ministro Secretario General de Gobierno que los recursos no son asignaciones que van a los medios de comunicación social para sus gastos administrativos, sino para el programa que concursa. 


Al decir que serán dirimidos por comisiones, se está refiriendo la norma a las proposiciones que éstas deben hacer para que en definitiva el Consejo Regional resuelva. 


Como la palabra "dirimidos" puede prestarse a confusión, se sugirió reemplazarla por  "preparados", "propuestos" u otra más asertiva, llegándose a la conclusión que esa modificación no puede efectuarse en este trámite.


Con todo, se acordó dejar expresa constancia en este informe de que estas comisiones tendrán por misión evaluar todos los proyectos que se presenten al concurso; hecho lo anterior, se entregarán a los Consejos Regionales para que éstos, sobre la base de esa evaluación, decidan y asignen los recursos correspondientes. 


La intención final de la norma es no quitar atribuciones a los Consejos Regionales, sino determinar su accionar en esta materia.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 4


Incorpora en la ley un título II nuevo, relativo al ejercicio del periodismo, como una manera de entregar una señal clara de la importancia que para la sociedad tiene su función pública. 


Ello, además, permite la reincorporación de las disposiciones que sobre el particular figuraban en el informe de la comisión mixta. 


A consecuencias de lo anterior, en la misma observación se indica que los títulos II, III y IV  pasan a ser títulos III, IV y V, respectivamente, quedando ubicado el primero de ellos a continuación del nuevo artículo 7°.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 5

(Artículo 5°)

En el artículo 3° del texto de la comisión mixta se decía que la “denominación” de periodistas sólo podía ser usada por quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y por aquellos a quienes la ley reconoce como tales, estableciéndose expresamente que esta norma no se aplica a quienes presten servicios únicamente a medios de comunicación social extranjeros. 

En esa virtud, en lugar de formular una definición legal del término “periodista”, se optó por establecer quienes pueden usar tal denominación.

La observación, en cambio, recogiendo en parte el texto aprobado por la Cámara de Diputados, define quienes son periodistas: los que estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y aquéllos a quienes la ley reconoce como tales.

Se hizo saber a la Comisión que ello obedecía a una petición expresa del Colegio de Periodistas en ese sentido.


La disposición contempla:


— A los que tienen el título profesional universitario de periodista, debiendo recordarse que esa profesión es de aquéllas que requieren de grado o título universitario en conformidad con lo estatuido en el artículo 19, Nº 16, de la Constitución, y artículo 52 de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

Ha de entenderse que la frase "válidamente en Chile", no se refiere sólo a aquellos que han obtenido un título en alguna de las universidades chilenas, sino también, a la revalidación de títulos extranjeros y a lo dispuesto en los tratados internacionales o acuerdos sobre canje de títulos.


— A los que han sido autorizados por ley para ejercer esta profesión, sin tener el título de periodista. 


Se reconoce así la plena validez y vigencia de los artículos transitorios de la ley Nº 12.045, que creara el Colegio de Periodistas, hoy derogada. 


En virtud de esas normas, se autorizó que ejercieran la profesión de periodista las personas inscritas en los registros al 6 de abril de 1978, además de aquéllas que pudieron hacerlo en virtud de una autorización temporal.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 6

(Artículo 11)


Se intercala, en el artículo 3° comunicado al Gobierno, que pasa a ser artículo 11, un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


"Para ejercer los cargos de jefe de prensa o periodista, cuando así lo requiera la respectiva planta, en algún órgano de la administración centralizada o descentralizada del Estado, o en alguna de sus empresas, se requerirá estar en posesión del título de periodista, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente."

El artículo 3° establece que los medios de comunicación social deben tener un director responsable y, a lo menos, una persona que lo reemplace, así como los requisitos que deben cumplir tales personas.


El señor Ministro Secretario General de Gobierno hizo saber a la Comisión que había un error de concordancia en esta observación, puesto que, por su contenido, debería ir como inciso segundo del nuevo artículo 5° y no como inciso tercero del actual artículo 3°, que ha pasado a ser 11, como se desprende de su simple lectura, con lo cual adquiere razón de ser la expresión “de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente”.


La idea del Gobierno es completar el alcance de la expresión "son periodistas", que se emplea en el referido artículo 5° nuevo. 


No sólo lo son los titulados, sino también el grupo de 150 a 200 personas a las que se les reconoció esa calidad por ley, las que, al trabajar en el sector público, no tienen derecho a la asignación de título. 


Según el Colegio de Periodistas, con la frase "de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente", estos últimos podrían tener derecho a esa asignación. 

Asimismo, los miembros del Colegio que asistieron a la Comisión pidieron que, a lo menos, en la historia de la ley, se dejara establecido que esas expresiones incluyen a las personas que, no obstante carecer de título profesional, se les ha reconocido la calidad de periodista en virtud de una ley anterior, con lo cual ellos podrían ser contratados para desempeñarse como jefes de prensa o periodistas en la Administración, criterio que fue compartido por el señor Ministro Secretario General de Gobierno.

Algunos integrantes de la Comisión, no obstante compartir el criterio anterior, hicieron presente que, según se podría desprender del tenor literal de la ley, el precepto en examen se estaría refiriendo a las personas que tienen título de periodista y no a los que se les ha reconocido la calidad de tales. En consecuencia, de aceptarse esa interpretación, sólo podrían ejercer cargos de jefe de prensa o periodista, cuando así lo requiera la respectiva planta, en algún órgano de la administración centralizada o descentralizada del Estado o en alguna de sus empresas, quienes estén efectivamente en posesión del título de periodista. 

Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 7

(Artículo 6° nuevo)


Esta observación repone la norma contenida en el artículo 4° del texto de la comisión mixta, en virtud del cual, los alumnos de las escuelas de periodismo, mientras realicen las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, y los egresados de las mismas, hasta veinticuatro meses después de la fecha de su egreso, tendrán los derechos y estarán afectos a las responsabilidades que esta ley contempla para los periodistas.


La única diferencia es que amplía el plazo de los egresados de dieciocho a veinticuatro meses, con lo cual estos tienen dos años para titularse.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 8
(Artículo 7° nuevo)


Se ha restablecido en el artículo 7° el secreto de la fuente informativa, que está redactado en la misma forma como fue aprobado por la comisión mixta. 


Con arreglo a este precepto, los directores, editores de medios de comunicación social, las personas a quienes se refieren los artículos 5° y 6º y los corresponsales extranjeros que ejerzan su actividad en el país, tendrán derecho a mantener reserva sobre su fuente informativa, la que se extenderá a los elementos que obren en su poder y que permitan identificarla,  y no podrán ser obligados a revelarla ni siquiera  judicialmente.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará también a las personas que, por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información.


El que haga uso del derecho consagrado en el inciso primero será personalmente responsable de los delitos que pudiere cometer por la información difundida.

Se hizo presente por el señor Ministro Secretario General de Gobierno que algunos parlamentarios — sin mencionarlos — son partidarios de establecer una excepción respecto a las conductas terroristas y a ley de drogas. 

El tema, para él, es de fondo. ¿Qué es mejor para la sociedad? 

El Presidente de la República adoptó la determinación de no incorporar excepciones al secreto de la fuente informativa. Hubo una opción por la libertad de expresión en sentido amplio, sin perjuicio de poder establecer la excepción en las leyes particulares, si se estimare pertinente. 

Si hubiere un periodista autor, cómplice o encubridor de alguno de los delitos previstos en esas leyes, se lo juzgará de acuerdo con las disposiciones generales.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 9

(Artículo 9° nuevo)


Ubicado en el título relativo a las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social, este artículo señala los requisitos que deberán cumplir sus propietarios, sean personas naturales o jurídicas; sus presidentes, administradores o representantes legales, así como las causales de cesación en el cargo de estos personeros, en el caso de condena a pena aflictiva.


Obliga, además, a estos medios, a proporcionar información fidedigna acerca de sus propietarios, controladores, arrendatarios, comodatarios o concesionarios, según el caso, en los términos que en la disposición se explicitan.


La referida información será de libre acceso al público y deberá encontrarse disponible y actualizada siempre.


Hizo saber el señor Ministro que en el inciso segundo de este artículo hay un error de transcripción que derivó en la ubicación de la frase "salvo en los casos de sociedades anónimas abiertas", que debe estar ubicada antes del punto seguido anterior a ella y después de la palabra "título".


El precepto, en lo pertinente, quedaría redactado así:


“Todo medio de comunicación social deberá proporcionar información fidedigna acerca de sus propietarios, controladores directos o indirectos, arrendatarios, comodatarios o concesionarios, según fuere el caso. Si ellos fueren una o más personas, dicha información comprenderá la que sea conducente a la individualización de las personas naturales y jurídicas que tengan participación en la propiedad o tengan su uso, a cualquier título, salvo en los casos de las sociedades anónimas abiertas. Asimismo, comprenderá las copias de los documentos que acrediten la constitución y estatutos de las personas jurídicas que sean socias o accionistas, (salvo en los casos de sociedades anónimas abiertas,) así como las modificaciones de los mismos, según correspondiere. La referida información será de libre acceso al público y deberá encontrarse permanentemente actualizada y a su disposición en el domicilio del respectivo medio de comunicación social y de las autoridades que la requieran en el ejercicio de sus competencias.


Se hizo presente que en este caso no  había un error de concordancia, por lo que sería necesario, de ser procedente, que el Ejecutivo enviara un oficio aclaratorio, que quedará junto a los antecedentes del veto y a través del cual se pueda salvar también la redacción de la palabra "dirimidos", ya discutida.


En lo que respecta al requisito de no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva para ser propietario de un medio de comunicación social, ha de entenderse que esto no implica modificación de la ley de Conductas Terroristas, ni menos del artículo 9° de la Constitución Política, que establece la inhabilidad aunque la pena sea inferior a aflictiva respecto de quienes sean condenados por algún delito previsto en esa ley. Las personas condenadas quedan inhabilitadas por quince años para explotar un medio de comunicación social o para ser director o administrador del mismo, o para desempeñar en él funciones relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o informaciones.


El inciso final de este artículo reproduce la disposición contenida en el artículo 8° del texto de la comisión mixta, referida a las concesiones para radiodifusión sonora de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento. En este caso, sólo se pueden otorgar si se acredita que en su país de origen existe similitud de derechos y obligaciones para los chilenos. Lo mismo cabe para una concesión ya existente.


Recoge el precepto en comento el principio de reciprocidad en materia de radiodifusión.


La infracción de este precepto se sanciona con la caducidad de pleno derecho de la concesión.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N°10

(Artículo 10 nuevo)


Establece que las publicaciones escritas que tengan un tiraje superior a cinco mil ejemplares deberán señalar en un lugar destacado la cuantía de la edición inmediatamente anterior. 


Se explica en el Mensaje que esta norma se establece en aras de la necesaria transparencia que debe existir en estos medios. Dicha norma, en el futuro, debería ser complementada con un mecanismo de verificación consensuado por todos los involucrados.


Para los efectos de resolver adecuadamente sobre esta materia, la Comisión estimó pertinente conocer las opiniones de la Asociación Nacional de Avisadores (ANDA), de la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP), de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), del diario El Metropolitano  y del diario La Prensa de Curicó. 

--------


Asimismo, tomó conocimiento de la Declaración de Quillota, emitida durante el  X Encuentro Nacional de Diarios Regionales, realizado en la ciudad de Quillota, los días 27, 28 y 29 de septiembre de 2000.


En ella, estos medios acuerdan, en lo pertinente:


“2. Rechazar, por discriminatoria e inconstitucional, la obligación, contenida en el veto del Ejecutivo, impuesta en forma exclusiva a los medios de información escritos, de indicar el tiraje, medición parcial de alcance estrictamente comercial y que interesa sólo a nuestra industria.


3. Advertir que tal obligación es doblemente discriminatoria y particularmente grave para los diarios de provincia, porque, si deben indicar tiraje, sus cifras serán necesariamente inferiores a las que exhiben los diarios que se imprimen en Santiago y que también circulan en el resto del país. Es necesario subrayar que el número de éstos vendidos en cada una de las ciudades de Chile es siempre muy inferior al de los diarios locales. A pesar de ello, la aludida obligación puede inducir un desvío de la publicidad desde los diarios regionales a los de circulación nacional, con negativos efectos económicos, de manera que la misma ley que establece algunas medidas positivas para consolidar a la prensa regional está generando a la vez las condiciones para debilitarla.


4. Llamar la atención sobre el hecho de que el veto exime la obligación de indicar tiraje a los diarios que imprimen menos de cinco mil ejemplares, lo que, paradójicamente, se convierte en una barrera de entrada: todo diario nuevo, para tener algún grado de viabilidad, deberá siempre iniciarse con tirajes superiores a cinco mil ejemplares para atraer el eventual interés de los avisadores.


Por todo lo anterior, confiamos en que la Cámara de Diputados al debatir los vetos del Ejecutivo comparta mayoritariamente estos puntos de vista de la prensa regional.”

--------


La Asociación Nacional de Avisadores (ANDA), que agrupa al noventa por ciento de los avisadores del país, indicó que la industria de las comunicaciones comerciales — que está en torno a los seiscientos a seiscientos cincuenta millones de dólares del valor tarifa —  está estructurada sobre la base de los avisadores, las agencias de publicidad y los medios de comunicación en sus diversas visiones.


Si bien es cierto que para los avisadores es relevante tener información confiable, imparcial y objetiva acerca de la circulación para tomar decisiones de inversión publicitaria, ella — la circulación — es sólo uno de los factores a considerar en un sistema verificador de circulación como el que desean establecer los avisadores, las agencias de publicidad y los medios de comunicación social mediante autorregulación.


En la medida en que los datos de circulación vayan debidamente acompañados de buenos estudios cualitativos, que digan, además,  quiénes son los lectores, qué suplementos leen, qué secciones, qué páginas, qué edad tienen, se dispone de todas la variables necesarias para tomar decisiones de inversión adecuadas.


Con relación al artículo 10 que incorpora el veto, ANDA es contraria a buscar la verificación por un medio legislativo. Es difícil de ser implementada. 


La considera, además, una intromisión en el ámbito de las cosas privadas, de interés y dominio de la industria.


La fijación de la cantidad en cinco mil ejemplares, la estima arbitraria y una barrera de entrada a la industria. 


Un medio pequeño de provincia está entre quinientos a ochocientos ejemplares. Lo que pasará, seguramente, es que todos van a decir que imprimen cinco mil cien ejemplares, de lo contrario, no figurarán. 

--------


La Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP), que concentra más del noventa por ciento de la inversión publicitaria formal en el mercado tradicional, sostiene que la divulgación o la falta de información relacionada con la circulación de los medios de prensa en nada afecta al público. 


Sin embargo, estima indispensable, para asegurar una forma de operar incuestionable en los planos comerciales y profesionales, que se cuente con información homogénea, relevante y no discriminatoria, que dé las garantías necesarias para ofrecer transparencia comercial y pública.


Instrumentos técnicos — como el verificador de circulación propuesto en el proyecto de ley —, aplicados parcialmente a procesos de decisión sobre distintos mercados y consagrados por ley, tenderán a convertirse en un factor que alterará artificialmente el libre desarrollo empresarial.


Rechaza toda intervención artificial de cualquier mercado y, en particular, del publicitario, pues provoca limitaciones importantes al desarrollo del país y del sector, en particular. ACHAP sostiene y defiende el principio de que los mercados deben operar libremente y ser resguardados por entes privados, tal como lo establece la Constitución al reconocer y amparar a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad, a los que garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos.


Los actores de este mercado (agencias, avisadores y medios) son los que deben generar las herramientas que garanticen las bases de transparencia comercial. 


Los agentes publicitarios y los avisadores operan un mercado perfecto en el tema de la disputa de las platas de los medios. 


Es perfecto, porque las compañías de avisadores son más de quinientas y el número de agencias de publicidad son alrededor de doscientas cincuenta. 


ACHAP está compuesta por veintinueve compañías y dieciséis de ellas son ciento por ciento multinacionales o con participación accionaria multinacional significativa. Ninguna de estas compañías está vinculada patrimonialmente, familiarmente o con lazos de alguna otra especie con los operadores actuales del mercado.


Los seiscientos cincuenta millones de dólares de inversión publicitaria se refieren a la publicidad masiva motivacional, cuyo treinta y cuatro por ciento está concentrado en la prensa. Al interior de este treinta y cuatro por ciento, "El Mercurio", como conjunto de empresas, tiene predominancia, la que no supera el cincuenta y cinco por ciento.


Con la medida impuesta en el proyecto se altera el mercado, que está operando libremente y se le condiciona a una sola estrategia, la de las grandes circulaciones; centraliza la información y la opinión, inhibiendo, una vez más, las posibilidades del desarrollo regional, y erradica las fuentes de trabajo regionales y todo proyecto de baja circulación.


La disposición pone énfasis en lo equivocado, en la circulación. Va a privilegiar a los medios de mayor circulación y afectará a los medios chicos. A partir de esta norma, el tema de la circulación será prioritario. Un revista cultural con tirada baja se verá fuertemente afectada. Es una invitación a falsear cifras, para alcanzar los cinco mil y algo de ejemplares.


La ecuación correcta para la asignación de presupuestos publicitarios a los distintos medios está conformada por circulación, devoluciones, perfil de lectoría, segmentación de lectores, hábitos de lectoría, hábitos de exposición multimedial  y contenido.

--------


La Asociación Nacional de la Prensa (ANP), se opone a esta obligación, entre otras consideraciones, porque establece una diferencia arbitraria, en contra de lo dispuesto en el artículo 19, N° 2, de la Constitución, al imponer un sistema de medición cuantitativo únicamente a los medios escritos.


Esta imposición legal constituye una injerencia en un aspecto netamente comercial del negocio periodístico, que es el referido a las estrategias de las empresas para enfrentar el mercado publicitario, la que va a generar una grave distorsión, pues debilita el factor cualitativo propio de los medios escritos. 


La insistencia en hacer pública la circulación de los medios escritos se basa en el error de suponer que ella es la principal variable que incide en la publicidad. 


Sin embargo, un medio escrito no capta mayor participación en el mercado publicitario por el hecho de tener una tirada mayor, sino porque cumple otros requisitos que lo hacen más atractivo para otros segmentos de lectores. Hay variables tanto o más importantes, como la focalización y el perfil del lector, que explican el éxito de publicaciones de tirada mediana o menor.


El énfasis en la sola tirada como instrumento para calificar a un medio escrito como vehículo eficaz de la publicidad, lleva a vicios como aumentar innecesariamente la impresión de ejemplares o acompañar a éstos con elementos accesorios, como libros, que desde el punto de vista del eventual comprador pasan a ser lo principal.


La medida en comento favorece el centralismo publicitario en perjuicio de los medios escritos regionales, ya que no especifica la cantidad de ejemplares de un diario o revista de circulación nacional que llega a cada región.


Un diario local de tirada menor a cinco mil, que tiene en el área en que circula una amplia acogida, deberá competir allí con un diario nacional que indicará su tirada, muy superior, por cierto, a los cinco mil ejemplares, pero que en la referida localidad posiblemente venda apenas cincuenta o cien. 


Esto afecta la imagen pública del medio y puede traducirse en que el mercado publicitario local se sienta inducido artificialmente a publicar en el diario de circulación nacional.


Por último, esta regulación puede constituir una "barrera de entrada" para la fundación de nuevos medios escritos, ya que para impulsar una nueva publicación y ser considerados por los avisadores, los nuevos medios deberán imprimir una gran cantidad de ejemplares.


A mayor abundamiento, hizo saber que existen sistemas de verificación de circulación en más de treinta países y todos ellos son autorregulables y no impuestos por ley.


En la Asociación Mundial de Periódicos no se conoce un sistema de verificación de circulación dispuesto por ley.


Existe, además, una Federación Mundial de Verificadores de Circulación, que opera desde Londres, que agrupa a treinta y tantos países que, en general, son los que tienen economía de mercado. Define estándares, metodologías comunes y criterios que los hagan comparables en un mismo lenguaje. 

--------

El señor Manuel Massa Mautino, del diario la Prensa de Curicó, hizo saber que, en una reciente reunión de la Asociación Nacional de la Prensa, se le había comisionado para que opinara, en representación de los directores de diarios regionales y de la ANP,  en el sentido de rechazar esa parte del veto, porque los diarios regionales tienen una tirada adecuada a los requerimientos de una zona determinada y, por lo mismo, nunca muy alta.


Exhibiendo un ejemplar del diario "La Prensa", de Curicó, demostró que el avisaje que contiene es solamente local; no es nacional. En Chile — explicó — los diarios regionales son los más antiguos del país y están insertos en la localidad. 


De prosperar la disposición, los medios regionales serán comparados por las agencias publicitarias locales con los de circulación nacional que, aunque envíen muy pocos ejemplares a una región, anunciarán en cada uno de ellos la tirada para todo el país. El equívoco que así se producirá es profundamente dañino para la prensa regional.

Por ello, hay que dejarlos como están y no hacerles la exigencia de incluir la cantidad de ejemplares. La transparencia de un diario no está dada por indicar el número de ejemplares por edición, sino por la noticia e información que da, por el pluralismo. La lectoría de los diarios de provincia es muy alta, pero ese índice no se considera.


Explicó que el contador de la máquina no se puede adulterar y que si se quiere aumentar artificialmente el tiraje es cosa de pasar más papeles, lo que algunos podrían hacer a fin de que las agencias de publicidad tuvieran mayor interés en contratar avisos en ellos.


Es partidario que el sistema de verificación sea privado y voluntario, no impuesto por la norma legal. Por ello la Asociación Nacional de Avisadores y la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad están creando un sistema de verificación de circulación, lectoría y perfiles para la prensa en Chile.


Sobre la contratación de avisos, precisó que su diario, junto con otros, está afiliado a "Diarios Regionales de El Mercurio". Es éste quien contrata un avisaje para zonas o para todo el país, y así llega al diario de Curicó, cosa que los diarios regionales no pueden hacer en forma independiente, por no tener la llegada. Esa empresa canaliza la contratación y, por supuesto, que se queda con algo de utilidad. Esto no es gratis. 

Citó, por ejemplo, la inauguración de Falabella de Curicó, cuyo avisaje lo contrató esa empresa. Este fue un contrato de publicidad con "Diarios Regionales de El Mercurio", que él subcontrata.

--------

Para los representantes de El Metropolitano, hay dos razones fundamentales para que se transparente el mercado de la prensa y se sepa quiénes y cuántos lectores son los que tiene un determinado medio de prensa.


La primera es asegurar la existencia de los medios de comunicación. 

Al ser fehacientemente establecidas su circulación y su lectoría, pueden tener condiciones para ingresar al mercado de la publicidad, hoy día fuertemente influenciado por los sesgos culturales y por las prácticas muy antiguas existentes en nuestro país. Ello hace que quienes quieren fundar un medio de prensa tengan tal grado de dificultades para penetrar un mercado que está fuertemente controlado por dos o tres editores, que se les hace imposible sobrevivir.


La segunda razón también es importante. Si se considera que es deber del Estado resguardar el buen uso de los recursos fiscales, siendo él uno de los principales avisadores de la prensa, debería saber dónde, a quiénes y a cuántas personas llegará.


En resumen, si se quiere que en el país surjan medios de prensa, que haya prensa alternativa, hay que dar las facilidades para que esos medios de prensa puedan operar con normalidad los mercados, lo que implica que sean transparentes, conocidos y comprobados por todos.

--------


A la luz de los antecedentes aportados, por cierto no todos compartidos, surgió en el seno de la Comisión la inquietud acerca de la justificación para incluir esta normativa,  vinculada de alguna forma al avisaje a través de agencias de publicidad, en una iniciativa que tiene por principal objetivo asegurar la libertad informativa. 


Se aclaró que en la norma — establecida en aras de la transparencia y como parte del pluralismo informativo — no se viene estableciendo sistema alguno de verificación de circulación. En el propio Mensaje se expresa el deseo que ella sea complementada en el futuro con un mecanismo de verificación consensuado por todos los involucrados, iniciativa que el Gobierno espera sea emprendida por ellos próximamente.


A algunos señores Diputados sorprendió el ataque tan duro de los expositores a una simple declaración de tirada, en circunstancias que los mismos argumentos dados van señalando que, para los efectos de la verificación, no tiene mayor trascendencia si no va acompañada de una verificación cualitativa. Mientras no exista un sistema de verificación de la circulación, los nuevos medios tendrán ya una barrera de entrada, como producto del grado de concentración de la “torta” publicitaria, que es la que financia a los medios de comunicación social. La única forma de introducir competencia en un mercado, en el ámbito de la publicidad, es disponer de algún tipo de información, que los propios agentes de publicidad desean tener con el objeto de distribuir adecuadamente su inversión. Un sistema de verificación no establece barreras publicitarias, sino que logra destruir las existentes. 


Otros señores Diputados  percibieron la norma como una intromisión en la competencia de los medios de comunicación, que va a generar una distorsión gigantesca en el mercado, en la medida en que pone el acento en un elemento en lugar de guiar hacia el óptimo, que es saber dónde se pone la inversión publicitaria. Encuentran una contradicción conceptual entre los que son partidarios de la libertad de opinión e información y los que, simultáneamente, cuando se trata de ejercer esa actividad a través del ejercicio empresarial libre, le pretenden poner limitaciones que a otras actividades no se les ponen. A un medio de comunicación, por estrategia, puede no convenirle poner el número de su tirada. Al legislador no le corresponde entrometerse en ámbitos que son propios de la regulación de la actividad privada. Se tendrá un Estado intervencionista en materias que son reguladas por la empresa privada.


Hubo otros que incluso observaron eventuales vicios de inconstitucionalidad en la disposición que, al carecer de razonabilidad, estarían afectando la garantía de igualdad ante la ley y la libertad económica. 


En definitiva, por diez votos a favor y una abstención, se acordó recomendar el rechazo de esta observación, haciéndose fe en que, en un futuro cercano, los diversos actores involucrados en esta materia establecerán, mediante mecanismos de autorregulación, como lo prometieron, un sistema de verificación de la circulación.

Observación 11 

(Artículo 13)

Mediante esta observación se incorpora un artículo 13 nuevo, que reproduce el artículo 11 del texto de la comisión mixta, que exige que en la primera página o en la página editorial o en la última, y siempre en un lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de todo servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, se indique el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable.

Se recomienda aprobar esta observación.

Observación 12 

(Artículo 14)


Corresponde al artículo 5° del texto comunicado al Ejecutivo y al artículo 12 de la comisión mixta.


Dispone que todo impreso, grabación sonora o producción audiovisual o electrónica realizados en el país y destinados a la comercialización, deberá incluir el nombre de la persona responsable o establecimiento que ejecutó la impresión o producción, así como el lugar y la fecha correspondiente, sin perjuicio de cumplir, en su caso, con los demás requisitos fijados por la ley. 


A los textos mencionados se agrega una frase final, con el fin de señalar que, en el caso de los libros, se colocará en un lugar visible la cantidad de ejemplares.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 13

(Artículo 15)


Sustituye el artículo 6° comunicado al Gobierno, por un artículo 15 nuevo, que regula el denominado “depósito legal”, que consiste en el envío a la Biblioteca Nacional de un número determinado de todo impreso, cualquiera que sea su naturaleza, que publique un establecimiento impresor.


Ese número se fija en 15, tal como es en la actualidad.


Este depósito también se extiende a las grabaciones sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la comercialización, caso en el cual deberán depositarse dos ejemplares de cada una.


La obligación que establece este artículo debe cumplirse dentro del plazo de treinta días.


En el caso de las publicaciones periódicas, el director de la Biblioteca Nacional queda facultado para suscribir convenios para establecer modalidades de depósito mixto, reduciendo el número de ejemplares en papel por reproducciones de los mismos en microfilms o soportes electrónicos.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 14

(Artículo 20)


Señala la forma y la oportunidad en que han de efectuarse la publicación o la difusión del escrito de aclaración o rectificación del ofendido o injustamente aludido por un medio de comunicación social.


La observación reproduce, en los mismos términos, el artículo 18 del texto de la comisión mixta.


Se precisa que el escrito de aclaración o rectificación debe publicarse en la misma página y con similares características de la información que lo haya provocado, o en un lugar destacado de la misma sección.


Con ello se elimina la posibilidad de que el medio de comunicación social destine una sección especial para publicar las aclaraciones o rectificaciones que sean procedentes, de forma tal que perentoriamente deberá hacerlo en la misma página o sección en que se publicó la información.


Si se tratare de servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, la aclaración o la rectificación debe difundirse en el mismo horario y con similares características de la transmisión que la haya motivado.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 15


Cambia la denominación del título IV, que ha pasado a ser título V “De las infracciones y de los delitos” por el siguiente: “De las infracciones, de los delitos, de la responsabilidad y del procedimiento”.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 16


Cambia la denominación del párrafo primero de este título, denominado “De las infracciones al título II” por “De las infracciones al título III”.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 17


Cambia la denominación del párrafo 2° de este título, denominado “De las infracciones al Título III” por “De las infracciones al Título IV”.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 18

(Artículo 27)


Corresponde al artículo 17 del texto comunicado al Gobierno, que es reproducido en iguales términos como artículo 27.


De acuerdo con él, el conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Titulo IV, corresponderá al tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social.


Se recomienda aprobar esta observación.
Observación N° 19

(Artículo 31 nuevo)


Dispone este artículo:


“Artículo 31. Al inculpado de haber causado injuria a través de un medio de comunicación social, no le será admitida prueba de verdad acerca de sus expresiones, sino cuando hubiere imputado hechos determinados y concurrieren a lo menos una de las siguientes circunstancias:


a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real;


b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio.


En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el juez procederá a sobreseer definitivamente o absolver al querellado, según correspondiere. 


Para lo dispuesto en el presente artículo se considerarán como hechos de interés público de una persona los siguientes: 


a) Los referentes al desempeño de funciones públicas; 


b) Los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento tenga interés público real;


c) Los que consistieren en actividades a las cuales haya tenido libre acceso el público, a título gratuito u oneroso; 


d) Las actuaciones que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algún medio de comunicación social;


e) Los acontecimientos o manifestaciones de que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos; y


f) Los consistentes en la comisión de delitos o participación culpable en los mismos.


Se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito. “


Explicó el señor Ministro Secretario General de Gobierno que, dado que se elimina de la ley de Seguridad del Estado el derecho que tienen algunas autoridades para que las injurias y calumnias cometidas en su contra se consideren delitos contra el orden público y sean conocidas por un Ministro de Corte de Apelaciones, se estimó conveniente de que una autoridad pueda querellarse contra un medio de comunicación social, al que sólo se le admite la prueba de verdad siempre que concurra alguna de las siguientes dos circunstancias: que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real, o que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio. 


La disposición fue analizada en relación con la garantía consagrada en el artículo 19, N° 4°, de la Constitución, relativa al respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y su familia, en especial, en lo que respecta al párrafo segundo de la disposición citada, que sanciona como delito la infracción de ese precepto cometida a través de un medio de comunicación social y que consistiere en la imputación de un hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito a una persona o su familia.


Ese precepto permite excepcionarse al medio de comunicación social probando ante el tribunal correspondiente la verdad de la imputación, “a menos que ella constituya por sí misma el delito de injuria a particulares”.

Esta disposición constituye una excepción que favorece al medio de comunicación social que aparezca en infracción y, por consiguiente, no respetando el artículo 19, N° 4. Particularmente y, en concreto, nuestro sistema jurídico actualmente existente protege al medio de comunicación por el delito de difamación y por cualquier forma de injuria con calumnia o de injuria con difamación, excluyendo sólo la invocación de la exceptio veritatis respecto del medio de comunicación que infringe el 19, N° 4, mediante la simple injuria a particulares, esto es mediante el puro y simple ánimo subjetivo de producir menoscabo a una persona.

Cuando se estableció esta disposición constitucional se consideró que la contra excepción existe sólo cuando se trata del delito de injuria a particulares, no cuando es a no particulares, o sea, a las autoridades o funcionarios públicos, siendo el artículo 31 absolutamente concordante con esta interpretación. 


El artículo 31 del veto del Ejecutivo le da la facultad al injuriador de ampliar las causales para excusar su responsabilidad a través de la exceptio veritates, cada vez que se cumpla alguno de los siguientes requisitos.


El primero, que la imputación se refiera a hechos determinados, que es una cuestión básica. De tal forma que una expresión al boleo, como ladrón, no podría ser objeto de la exceptio veritatis. Sería una injuria pura y simple.


En segundo lugar, debe reunirse cualquiera de los dos requisitos que menciona la ley: uno, que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real, y dos, que el afectado ejerciere funciones públicas.


A continuación, la ley dice cuándo se considera como hecho de interés público. Es un poco dudosa la redacción. Un examen atento permite hacer surgir dudas respecto a si el interés público real es un concepto que tiene una entidad y significación que el tribunal va a poder apreciar y calificar, o si,  el intérprete ha sido recortado en su facultad de fijar el sentido y alcance de la expresión interés público real. El propio legislador ha solucionado el problema diciendo cuándo concurre única y exclusivamente.


De la lectura del texto, tampoco se desprende si los casos que menciona son de interés público real o si, no siéndolos, se consideran como tales. Porque la expresión "se consideran" ,que emplea la ley y que ha sido usada en textos penales, ha permitido al intérprete sostener que si el legislador ha querido decir que la cosa es tal, hubiera dicho "son" y no "se consideran" porque, no siéndolo, la ley los reputa como tales.


Este artículo es muy parecido, en una parte, al artículo 22. Lo que ocurre es que dejó subsistente lo que dice relación con la injuria y dejó de lado lo que dice relación con las imputaciones a la vida privada de las personas. Por consiguiente, aquí surge el problema.

La oración final del párrafo segundo del artículo 19, N° 4, establece un principio excepcional de responsabilidad solidaria que alcanza a todas las personas que tienen tareas directivas en un medio de comunicación social y complementa cualquier noción de imputación de responsabilidad,  como una garantía del deber de cuidado que estas personas deben tener respecto de la protección de estas garantías.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 20

(Artículo 32 nuevo)


Sanciona al que, por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.


Reproduce, en iguales términos, el artículo 28 del texto de la comisión mixta.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 21

(Artículo 35)


Reemplaza  el inciso segundo del actual artículo 23, que pasó a ser artículo 35, por el siguiente:


"Constituirá circunstancia agravante al ultraje público y a las buenas costumbres, la incitación o promoción de la perversión de menores de edad o que el delito se cometiere dentro del radio de doscientos metros de una escuela, colegio, instituto o cualquier establecimiento educacional o de asilo destinado a niños y jóvenes."


Este artículo sanciona el delito de ultraje público a las buenas costumbres a través de un medio de comunicación social.


La disposición reemplazada disponía que si se perpetrase la conducta a que se refiere el artículo 374-A del mismo Código, la pena se impondrá con exclusión de su grado mínimo, o de la mitad inferior, según correspondiere. 


Se propone aprobar esta observación.

Observación N° 22

(Artículo 37 nuevo)


Sanciona al que, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, y en el ejercicio de funciones públicas, obstaculizare o impidiere la libre difusión de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, con las penas de reclusión menor en su grado mínimo o multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.


Corresponde al artículo 34 del texto aprobado por la comisión mixta.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 23

(Artículos 38 y 39 nuevos)


Estos artículos disponen lo siguiente:


"Artículo 38.- Para efectos de lo dispuesto en el decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o convenciones, que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación. 


Para lo señalado en el artículo primero del decreto ley N° 211, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.


Artículo 39.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar con informe previo a su perfeccionamiento de la respectiva Comisión Preventiva respecto a su impacto en el mercado informativo. Dicho informe deberá evacuarse dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud, en caso contrario se entenderá que no amerita objeción alguna."


El artículo 38, con leves adecuaciones formales, corresponde al artículo 35 del texto aprobado por la comisión mixta.


Al reputarse artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social, el efecto práctico que se produce con tal declaración es aumentar en un grado la pena establecida en el decreto ley sobre defensa de la libre competencia, de presidio menor en cualquiera de sus grados.


Según se expresa en el Mensaje, la industria de los medios de comunicación no puede escapar a los mecanismos de control económico que nuestro sistema tiene para asegurar la libre competencia y la no concentración monopólica.


Considerando este principio, se  incorporan normas que clarifican el papel de la Fiscalía Nacional Económica en relación a los medios informativos. 


Así, cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social debe ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, cuando corresponda, dentro de treinta días de ejecutado. Esta última actúa como Comisión Preventiva Regional para la Región Metropolitana de Santiago.


Unas y otra tienen atribuciones para velar porque dentro de su respectiva jurisdicción se mantenga el juego de la libre competencia y no se cometan abusos de una situación monopólica, y para requerir de la Fiscalía la investigación de los hechos contrarios a la libre competencia o que pudieren constituir abusos de una situación monopólica.


En el caso de los medios sujetos al sistema de concesiones, como sucede con la televisión y la radio, se establece la exigencia de un informe previo de la Comisión Preventiva al objeto de detectar oportunamente el efecto negativo que determinadas transacciones pudieren tener en la libre competencia. 


Estas disposiciones buscan equilibrar el pluralismo informativo en un contexto de economía de mercado y de desarrollo de una democracia pluralista y transparente.


Algunos señores Diputados formularon algunas reservas o críticas respecto del artículo 39, en particular su inciso segundo, en cuanto podría entrabar el funcionamiento de radios pequeñas, de radios regionales, por el hecho de pedirse informe previo de la respectiva Comisión Preventiva sobre los hechos o actos relevantes relativos a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación sujeto al sistema de concesión.


Para otros, el mismo precepto contiene una absoluta ambigüedad acerca de lo que significa el mercado informativo. Lejos de favorecerse la libertad de información e impedir la concentración y el uso de la información por un grupo económico, lo que se hace es desviar la atención sobre lo que deben considerarse como conductas monopólicas de la información, derivándolas hacia la propiedad.


En definitiva, por haber disparidad de criterios, la Comisión, por siete votos a favor y cuatro en contra, recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 24

(Artículo 40 y 41)


El artículo 40 dispone que la responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del número 12º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, se determinará por las normas de esta ley y las de los Códigos respectivos.


Se considerará también autor, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la publicación o difusión, salvo que se acredite que no hubo negligencia de su parte.


El artículo 41, por su parte, establece que la acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.


La comisión de los delitos de injuria y calumnia a que se refiere el artículo 30, dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral.


Toda esta normativa tiene por objetivo terminar con la responsabilidad en “cascada” que establece la ley de Abusos de Publicidad, que considera autores no sólo al hechor sino a los directores responsables, el editor, el impresor, el distribuidor e incluso el empresario si se tratare de la exhibición de cintas cinematográficas no autorizadas.


Aquí la responsabilidad termina en el director del medio de comunicación social o en quien lo reemplace al efectuarse la publicación o difusión, salvo que acredite que no hubo negligencia de su parte.


La última frase produce, como efecto, la inversión del peso de la prueba, con lo cual el director deberá probar que actuó con diligencia para eximirse de responsabilidad.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 25

(Artículo 42 nuevo)


Esta observación permite plasmar uno de los objetivos de este proyecto de ley, en cuanto a que sea siempre la justicia ordinaria la competente para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el artículo 19, número 12º, párrafo primero, de la Constitución Política de la República. 


Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos, en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero de que goce alguno de los inculpados.

El inciso primero es del todo idéntico a la disposición aprobada por la comisión mixta.


Según lo expresado en el Mensaje, el proyecto introduce cambios en materia de competencia de los tribunales para garantizar y ampliar la libertad de expresión e información y de formación de opinión pública en el país. 


Se propone aprobar esta observación.

Observación N° 26

(Artículo 43 nuevo)


Este artículo 43  dispone que siempre que alguno de los ofendidos lo exigiere, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redactado por el secretario del tribunal, de la sentencia condenatoria recaída en un proceso por alguno de los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social, en el medio en que se hubiere cometido la infracción, a costa del ofensor.


Si no se efectuare la publicación dentro del plazo señalado por el tribunal, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29, esto es, se impone multa al director y se decreta la suspensión inmediata del medio, la que se alzará desde el momento en que se pague la multa y el afectado acompañe declaración jurada en la que se obligue la cumplir cabalmente la obligación impuesta.


El inciso primero es del todo igual al aprobado por la comisión mixta.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 27

(Artículo 44 nuevo)


Modifica el artículo 15 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, con el fin de agregar un inciso en virtud del cual ninguna persona que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción podrá participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.


Es idéntico al texto aprobado por la comisión mixta.


Este artículo debe entenderse complementado con el artículo primero transitorio, que se introduce en virtud de la observación 31, que establece que en el período en el cual deban coexistir simultáneamente el sistema analógico y el digital, se podrá participar en la propiedad de uno analógico y uno digital.


Se hizo saber a la Comisión que la tecnología hace que una señal analógica pueda transformarse en varias digitales, produciéndose una situación muy compleja.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones, está estudiando la legislación al respecto. 


Se obtuvo información de que la ley va a definir un período de coexistencia entre la señal analógica y digital en que el usuario necesitaría tener receptores distintos o comprar un aparato que tiene un costo importante. 


Como datos ilustrativos técnicos, proporcionados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, puede decirse que la televisión digital futura tiene mejor calidad de imagen, siendo en alta definición similar al cine. La resolución de la pantalla de los televisores digitales aumenta de 525 líneas — que son las tradicionales — a 1024 en el formato de alta definición. Además, el tamaño de los pixeles que componen la imagen son de menor tamaño.


Existe, además, mejor calidad de sonido, similar al CD y sonido ambiental. El sonido stereo actual de los televisores será reemplazado por sonido ambiental 5.1.


El formato y tamaño de la pantalla cambia a una proporción similar a la pantalla de cine, de 4/3 a 16/9. Se aumenta el tamaño de la pantalla de los televisores.


Existe, además, una mejor eficiencia en el uso del espectro. Con la digitalización del servicio de televisión se puede utilizar el ancho de banda actual para transmitir televisión de alta definición (HTDV) o bien un canal de televisión estándar (STVD) de libre recepción más otros canales para TV de prepago u otros servicios de telecomunicaciones como, por ejemplo, datos de Internet al computador (datacasting).


Aumenta también la oferta de canales de televisión en una misma área geográfica, con lo cual aumenta la competencia.


Los estándares de televisión a color actual (NTSC Chile, Secam, PAL) son incompatibles con los estándares de TV digital.


Por lo mismo, los receptores actuales no son capaces de captar las transmisiones digitales, salvo que se utilicen cajas convertidoras (set top box).


Por ello, es necesario que exista un período de transición extenso que permita la reconversión gradual de los televisores por parte de los usuarios.


Actualmente se han desarrollado tres estándares de TV digital para la transmisión de señales de televisión: Europeo, DVB-T; Norteamericano, ATSC; y Japonés, IDSB.


Estos estándares de TVD son incompatibles entre sí.


La introducción de la televisión digital va a producir un gran impacto en la industria, pues requiere de la reconversión de todos los equipamentos y estudios de televisión a la digitalización (escenografía, maquillaje, iluminación, ambientación, etc.).


Esta cadena de reconversión parte desde la cámara de televisión hasta el receptor en cada hogar, incluyendo los reproductores de video y TV cable.


Se recomienda aprobar esta observación, por seis votos a favor y cuatro abstenciones.

Observación N° 28

(Artículo 48)


En virtud de este artículo se introducen diversas modificaciones en la ley de Seguridad del Estado, en los mismos términos que lo hiciera la comisión mixta.


Tales modificaciones son las siguientes:


a) Reemplázase la letra b) del artículo 6º, por la siguiente:


"b) Los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional;".


b) Derógase el artículo 16.


c) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:


"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la Ley sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.".".


d) Deróganse los artículos 18, 19, 20 y 21.".


Este conjunto de disposiciones son similares a las contenidas en el proyecto de ley inserto en el boletín N° 2324-07-1, que modifica la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, 
con el fin de acotar los delitos contra el orden público y las facultades de los tribunales para requisar libros o textos, en delitos contra la seguridad del Estado, en segundo trámite constitucional en el Senado.


Se busca poner término o modificar un conjunto de normas legales que establecen privilegios para algunas autoridades de la República y que interfieren o dificultan el ejercicio de las libertades de opinión y de información, lo que genera pugnas entre la legislación interna y la Convención Americana sobre Derechos Humanos y las recomendaciones de la Corte Interamericana de Justicia sobre estas libertades.


En ese contexto, esta observación suprime:


— Como delito contra el orden público, la difamación, la calumnia o la injuria en contra del Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, miembros de los tribunales superiores de justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas o General Director de Carabineros.


Para lograr ese propósito, se sustituye la letra b) del artículo 6°, con el fin de castigar solamente a los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional.


— La facultad de los tribunales para ordenar la suspensión de ciertas publicaciones o transmisiones, o el requisamiento inmediato y total de libros, revistas, diarios, periódicos u otros impresos en que aparezca de manifiesto algún abuso de publicidad penado por la ley de Seguridad del Estado, o para disponer la incautación de cualquier objeto que parezca haber servido para cometer el delito.


A tal fin obedece la supresión del artículo 16.


— Las reglas especiales de responsabilidad previstas en la ley de Seguridad del Estado y las diversas presunciones de autoría que contempla, con el fin de restablecer la plena vigencia de las normas generales y especiales que rigen en la materia.


Para tal efecto se reemplaza el artículo 17, en virtud del cual, la responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará en conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la ley sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


Con el mismo propósito ya indicado, se derogan los artículos 18, 19, 20 y 21.


El artículo 17 vigente, establece quienes serán responsables de los delitos penados en esta ley, que se cometieren por medio de la prensa: 


“Artículo 17. De los delitos penados por esta ley que se cometieren por medio de la prensa, serán responsables y se considerarán como principales autores:


a) Los autores de la publicación, a menos que prueben que se ha efectuado sin su consentimiento.


Del artículo que se publique en el ejercicio del derecho de respuesta y de las publicaciones firmadas, como remitidos, inserciones, manifiestos u otros semejantes, será responsable su autor, siempre que estuviere claramente identificado;


b) El director o persona que lo reemplace, si se trata de algún diario, revista o escrito periódico;


c) A falta de ellos, el propietario del diario, revista o periódico. En caso de que el propietario sea una sociedad anónima, esta responsabilidad recaerá en los que tengan la representación legal de ella o sobre los socios administradores en las demás;


d) A falta de todos los anteriores, el impresor.”


El artículo 18, complementario del anterior, establece que: “Las personas aludidas en las letras b), c) y d) del artículo anterior, podrán excusar su responsabilidad en el caso de que se presente el autor de la publicación, siempre que éste no goce de inmunidad o fuero y pueda ser objeto de procesamiento, sin más trámites, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21.


No obstante lo dispuesto en el artículo anterior y en el inciso precedente, tratándose de las impresiones clandestinas, el impresor o la persona que tuviere a su cargo la imprenta, litografía o taller impresor, responderá en todo caso.”


El artículo 19 señala que: “La determinación de la responsabilidad por los delitos penados en esta ley, cometidos por medio de la radiodifusión o de la televisión, se sujetará a las reglas generales del Código Penal.”


El artículo 20 dispone que: “Los propietarios de empresas periodísticas y los concesionarios de radiodifusoras o de canales de televisión, a través de los cuales se incurra en alguno de los delitos contemplados en la presente ley, serán sancionados con multa de diez a veinte sueldos vitales anuales.”


El artículo 21 precisa que: “Lo dispuesto en los artículos anteriores se aplicará sin perjuicio de la responsabilidad que afecte a todas las personas respecto de quienes se pruebe participación como autores o cómplices según las reglas generales del Código Penal, y sin perjuicio de las indemnizaciones que procedan por el año moral o de otra especie.”


Se propone aprobar esta observación.

Observación N° 29

(Artículo 49 nuevo)


Intercala, en el artículo 50, número 2° del Código Orgánico de Tribunales, entre la expresión "los Ministros de Estado " y la expresión "los Intendentes y Gobernadores" la siguiente expresión: "Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile".


De esta forma, un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, según el turno que ella fije, conocerá, en primera instancia:


“2° De las causas civiles y criminales por crímenes o simples delitos en que sean parte o tengan interés el Presidente de la República, los ex Presidentes de la República, los Ministros de Estado, Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores .de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, los Intendentes y Gobernadores, los Agentes Diplomáticos chilenos, los Embajadores y los Ministros Diplomáticos acreditados con el Gobierno de la República o en tránsito por su territorio, los Arzobispos, los Obispos, los Vicarios Generales, los Provisores y los Vicarios Capitulares.


Se recomienda aprobar esta observación.

Observación N° 30

(Artículo 50 nuevo)


Deroga la ley de Abusos de Publicidad con la excepción de su artículo 49.


El señor Ministro manifestó que el artículo 50, nuevo, que se incorpora con esta observación, tiene por objeto derogar la ley sobre Abusos de Publicidad, dejando subsistente el artículo 49, relativo a la publicación y circulación de mapas, cartas o esquemas geográficos que excluyan de los límites nacionales territorios pertenecientes a Chile, y a las atribuciones del Instituto Geográfico Militar y del Departamento de Navegación e Hidrografía de la Armada.


Lo anterior, por una razón práctica derivada de la imposibilidad de detectar la existencia de alguna causa en tramitación sobre esta materia. Por ello, se hace muy difícil derogar ese artículo.


A consecuencias de la derogación de esa ley  se produjo un amplio debate acerca de la derogación del artículo 22 de la ley de Abusos de Publicidad que dispone lo siguiente:


“Artículo 22° La imputación de hechos determinados, relativos a la vida privada o familiar de una persona, difundida a través de alguno de los medios señalados en el artículo 16, efectuada sin autorización de ésta, y que provocare a su respecto daño o algunas formas de descrédito, tales como la hostilidad, el menosprecio o el ridículo, será sancionada con la pena de multa de diez a cincuenta ingresos mínimos. En caso de reiteración o de reincidencia en relación con una misma persona, se impondrá, además, la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio. 


En la mismas penas incurrirán quienes grabaren palabras o captaren imágenes de otra persona, no destinada a la publicidad y, sin consentimiento de ella, las difundieren por alguno de los medios señalados en el artículo 16, y provocaren las consecuencias señaladas en el inciso anterior. 


Para los efectos de los incisos anteriores no se considerarán como hechos relativos a la vida privada o familiar de una persona los siguientes:  

a) Los referentes al desempeño de funciones públicas;

b) Los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento poseyere interés público real;

c) Los que consistieren en actividades a las cuales haya tenido libre acceso el público, a título gratuito u oneroso;

d) Las actuaciones que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algunos de los medios señalados en el artículo 16;

e) Los acontecimientos o manifestaciones de que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos, y

f) Los consistentes en la ejecución de delitos de acción pública o participación culpable en los mismos.

Al inculpado de cometer el delito contemplado en el inciso primero de este artículo se le admitirá prueba de verdad de la imputación en los siguientes casos:

a) Si acreditare que el hecho verdadero imputado, aunque perteneciente a la vida privada, tiene real importancia respecto del desempeño correcto y eficaz de la función pública, o de la profesión u oficio del afectado, o de alguna actividad de significativa relevancia para la comunidad, o 

b) Si el ofendido exigiere prueba de la verdad de la imputación contra él dirigida, y siempre que dicha prueba no afectare el honor o los legítimos secretos de terceros.

En los casos de las letras a) y b) del inciso anterior, probada la verdad de la imputación, el inculpado quedará exento de pena.  

Se considerarán, en todo caso, pertenecientes a la vida privada los hechos relativos a la vida sexual, conyugal o doméstica de una persona, salvo que ellos fueren constitutivos de delitos.”


La inquietud de los medios, que se oponen a esta derogación, nace ante la eventualidad de que los tribunales de justicia empiecen a aplicar el artículo 161 A del Código Penal, que tiene un conjunto de disposiciones que penan con reclusión menor en cualquiera de sus grados o multas de 50 a 500 U.T.M., al que, en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público, sin autorización del afectado y por cualquier medio, capte, intercepte, grabe o reproduzca conversaciones o comunicaciones de carácter privado; sustraiga, fotografíe o reproduzca documentos o instrumentos de carácter privado; o capte, grabe, filme o fotografíe imágenes o hechos de carácter privado que se produzcan, realicen, ocurran o existan en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público. 


Si un medio hace eso, será acreedor a la pena, lo que podría provocar una grave colisión entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la vida privada, intimidad, honra y honor de las personas.

Explicaron que el artículo 22 ha sido de gran importancia para el desarrollo del periodismo de investigación y normas de esta naturaleza hay en las democracias avanzadas.


Esta disposición  es indispensable para muchos campos de acción del periodismo, por ejemplo, un reportaje sobre prostitución infantil, que se cubre en un lugar privado y con una cámara oculta o una grabadora que registra los hechos. Habrá documentos, grabaciones de conversaciones o imágenes que no han sido destinadas a la publicidad.


En los últimos años, ha habido gran cantidad de reportajes sobre tráfico de drogas, en los cuales ha ocurrido exactamente lo mismo. Con ellos, se ha prestado un servicio a la comunidad en una materia altamente sensible.


Hay gran cantidad de ejemplos de situaciones que dicen relación con la corrupción. Un canal de televisión, hace muy poco tiempo, hizo algunas grabaciones con cámara oculta dentro de consultas de médicos, que son lugares privados, y protegiendo la identidad de las personas, denunció un hecho que se traduce, en términos concretos,  en abusos en las entregas de licencias médicas, que redundan en cotizaciones de salud más altas para la población. 

Les parece que se trata del ejercicio de una profesión u oficio cuyo conocimiento posee interés público real, que generó la adopción de acciones del Gobierno, del Colegio Médico, haciendo referencia explícita a ese reportaje. 

Tener una legislación que permita que la prensa pueda cumplir esta función es esencial.

La Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), ha propuesto al Gobierno y ahora al Congreso Nacional que, mientras se dictan las normas relativas a la protección de la privacidad, intimidad y el honor de las personas, se mantenga vigente el artículo 22 de la ley de Abusos de Publicidad, a través de un proyecto de ley de discusión inmediata, de modo que no exista un retroceso, ni siquiera transitorio, en la libertad de información. 

Con ello se contribuirá a que las personas puedan ser informadas adecuadamente sobre los hechos de interés nacional. 

Similares posiciones sustentaron la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI) y la Asociación Nacional de la Prensa (ANP).

--------


Las aprensiones anteriores llevaron a la Comisión a efectuar un exhaustivo análisis de la legislación vigente en materia de protección del honor, de la honra, de la vida privada y de la intimidad de las personas, dispersa en diversos cuerpos legales.


Para cumplir con ese cometido contó con la asistencia y colaboración de diversos profesores de Derecho Constitucional y de Derecho Penal.

--------

El concepto de intimidad que ha surgido en el siglo anterior ha permitido una legislación muy frondosa, lo que no quiere decir que el concepto de intimidad o privacidad haya estado ausente en una serie de delitos contemplados en el Código Penal, que tiene  125 años de vigencia, tales como la violación de domicilio, el allanamiento de morada, la violación de correspondencia, la violación de correspondencia cometida por empleado público en abuso de sus funciones, la violación de secretos, sean públicos o privados, la violación del secreto profesional. Todos estos comportamientos están sancionados en el Código Penal desde hace muchísimo tiempo y apuntan a una sanción a quien ha incurrido en una conducta intrusiva o bien de revelación. 

Esos artículos, conjuntamente con el tipo de injuria, hasta el año 1980, defendieron la privacidad en nuestro país. 

Un primer artículo que apuntó a castigar las escuchas clandestinas telefónicas es la del artículo 36 B, letra c), de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, que castiga a quien intercepta o capta o graba una señal emitida por un servicio público, al lado de otras conductas adicionales, con una pena de multa y de presidio que puede llegar a cinco años, si además de la grabación se difunden. Es una pena bastante grave.


Después, se dictó la ley 19.048, que introdujo el artículo  22 que entra en juego en el debate. Este artículo apunta a tratar de sustituir una legislación restrictiva de los artículos 21 A y 21 B, que castigaban la intrusión en la vida privada y ciertas actos que afectaban la fama de una persona por haberse  imputado algo falso, aun cuando eso se hubiere hecho sin ánimo de injuriar, con lo cual había una responsabilidad objetiva brutalmente estricta  que los tribunales aplicaron de manera muy generosa.


En el artículo 22 se estableció un delito de injuria, referente a la imputación de hechos determinados relativos a la vida privada y familiar de una persona, difundida a través de alguno de los medios señalados en el artículo 16 y sin autorización, en la medida que provocara algún daño o alguna forma de descrédito. Al lado de ese delito,  se estableció otro, que consistía en una conducta no sometida a legislación hasta entonces, salvo en lo que se refiere a las escuchas telefónicas, y que  consistía en grabar o captar imágenes de otra persona no destinadas a la publicidad, sin consentimiento de ella, y divulgarlas por algunos de los medios del artículo 16, que, con la misma exigencia del caso anterior, provoque algún daño o desacredite, de alguna manera, al afectado.


En estos dos casos se estableció un sistema en virtud del cual se consideraban como hechos no vinculados a la vida privada una serie de situaciones, con lo cual la persona que incurría en estas conductas comprometía la defensa de algún interés superior o igual a aquel vinculado a la intimidad. 

Este artículo empezó a jugar un papel en el ejercicio del periodismo de gran relevancia y desde entonces la situación de los procesos penales vinculados al antiguo delito de difamación disminuyeron considerablemente.


Después de esta disposición del artículo 22, se dictó, en el año 1993, la ley 19.223, que tipificó figuras penales relativas a lo informático y que también castigó conductas parecidas de intrusión o divulgación de elementos o noticias vinculadas a aquellas que estaban en un banco de datos de un sistema de computación, conducta que, en cierto modo, en algunas de sus alternativas, atenta contra la intimidad.


Por último, se dictó el artículo 161-A del Código Penal, en el cual se castiga un número impresionante de conductas a través de una fórmula que emplea una multiplicidad hipertrofiada de verbos rectores que, en general, castiga el captar o el reproducir conversaciones; sustraer o reproducir documentos, y captar o reproducir hechos, en recintos privados. La pena que se establece es bastante seria, de 61 días a 5 años; la multa es fuerte: llega hasta 500 UTM.


Desde entonces existió una situación difícil de precisar para los jueces, por esta concurrencia concursable de disposiciones que se superponen en conductas muchas veces semejantes.


Al margen de todas las objeciones a este sistema caótico, que debe mejorarse en el más breve plazo, una observación empírica produce el hecho de que, desde su dictación, en el año 1995, este artículo 161 A, desde el punto de vista práctico, no ha tenido consecuencias graves, ya sea porque ha habido pocas acciones penales o porque los interesados pensaron que los jueces iban a aplicar el artículo 22, o porque cuando se produjo el problema del concurso entre la norma del 161-A y el artículo 22, los jueces prefirieron a este último, en la medida en que el hecho, el documento o la conversación hayan sido divulgadas por un medio de comunicación social.

Los autos de procesamiento de procesos pendientes sistemáticamente se han resuelto de la misma manera. 

El artículo 161-A no ha producido los efectos naturales que podría producir, dada la enorme gravedad de la sanción, la cantidad enorme de conductas que castiga e, incluso, la sanción al que escucha, a través del verbo captar. 

Esta situación cambia con la disposición que contiene  el veto a la ley de prensa, que constituye un enorme avance, porque fortalece la libertad de expresión y despeja una serie de problemas que constantemente laceraban a la prensa que era objeto de una crítica permanente, a través de la aplicación de la ley de Seguridad del Estado.

A raíz de la derogación de la ley de Abusos de Publicidad, desaparece el artículo 22 y renace con todo su vigor el temido artículo 161-A, surgiendo el fundado temor de que los tribunales se vean obligados a aplicarlo para casos que, seguramente, todos estarían de acuerdo en exculpar.


Para algunos, no se puede seguir con un sistema de protección de la intimidad, de la reserva de la privacidad. Es un problema para el juez. Hay casos en que la conducta de un sujeto cae exactamente tanto en el artículo 136, letra b), como en el 161-A, o el 22. Se estaría frente a lo que se denomina un concurso ideal, en que se castiga un solo hecho como constitutivo de los dos delitos, con la pena mayor asignada al delito más grave. Si el artículo 161-A está en el concurso, la pena será de tres años y un día a cinco años, sin remisión condicional de la pena. Es un problema serio.


Para resolver el problema, hay que tener presente, primero, la regulación constitucional, el artículo 19, Nos.  4° y 5°, por un lado,  y por otro lado, el artículo 19, N° 12, libertad de expresión y derecho de información.


Cada vez que se plantea un problema del honor o de la intimidad, se contrapone el derecho de la libertad de expresión o la libertad de información. Dicen los constitucionalistas que ningún derecho, per se, tiene preferencia sobre otro. Hay que tener presente que no hay ningún derecho constitucional que no tenga límites, ya sea por la ley o por la construcción de diversos tipos penales. El derecho a la intimidad o a la reserva, por ejemplo, está limitado en el artículo 22, que dice que, si se informa sobre un hecho real público interesante, se exime. Si el artículo 22 se suprime, el límite también desaparece.


Hay otros límites al derecho a la intimidad en el Código Sanitario, en el Código de Procedimiento Penal, en la ley sobre Conductas Terroristas.


El proyecto está destinado a garantizar la plena vigencia de las libertades de opinión e información. En las sociedades democráticas, es necesario avanzar en mayores espacios de libertad en el ámbito de las comunicaciones. Se reconoce a la ciudadanía el derecho a la información abierta y  transparente. Se sostiene que un primer componente del proyecto es la  declaración del derecho que les asiste a las personas a la información sobre asuntos de interés general. Toda esta fundamentación no se compadece con la conclusión de que los periodistas van a ir a dar con sus huesos a la cárcel cada vez que, en una investigación, puedan captar una información en un lugar privado, no obstante el alto interés público que ella pueda tener.


En el derecho comparado, el Código Penal alemán establece una regulación precisa de la protección de la intimidad, estableciendo una excusa cada vez que exista un interés público sobresaliente o prevalente.


En España, el Tribunal Constitucional ha trabajado mucho esta idea, considerando que, cuando pugnan el derecho a la privacidad y la libertad de expresión y el derecho de información, deben primar estos últimos. A juicio de la jurisprudencia constitucional española, no se trata de un interés legítimo de los particulares, sino que en un plano social, significa el reconocimiento de una institución política fundamental, cual es la formación de una opinión pública libre, que a su vez es sustrato de un sistema pluralista democrático y fundamental para el funcionamiento del Estado.

El artículo 161-A es un universo de prohibiciones y el artículo 22 de la ley de Abusos de Publicidad es otro universo de prohibiciones, que en parte coinciden y en parte no coinciden. Eso se debe a que el artículo 22 sigue una lógica que es distinta de la lógica que, en la mejor de sus versiones, se le puede atribuir al artículo 161-A.


El artículo 22 sigue la lógica de la protección de la vida privada, que es la lógica del artículo 19, N° 4, de la Constitución Política de la República, que es la lógica análoga a la protección del honor. Es decir, es un acto que ataca ese bien jurídico por el sentido, por el contenido de significado de ese acto, porque es lo que se dice, es lo que se está imputando, hechos de la vida privada que pueden producir esos efectos de denigración, descrédito o de daño en la representación social de esa persona.


Los delitos contra la intimidad se sujetan a una lógica distinta, que es la lógica del 19, N° 5, que no se preocupa de lo que se dice, sino que se preocupa de cómo se obtuvo esa información, qué medios se usaron para obtenerla. Es la lógica del cuándo, del cómo, del dónde. Eso es lo que determina un atentado contra la intimidad o un atentado de intromisión. Es ahí donde fracasa el artículo 161-A.

El artículo 161-A no dice qué tipo de medios de intromisión quiere o no quiere prohibir. El caso más difícil de decidir es el de la confidencialidad de la palabra. Es el caso de una persona que es admitida, se le entrega información voluntariamente, pero quien la entrega no advierte que clandestinamente se está grabando la información. Hay un acto de deslealtad en las condiciones en que se entrega la información. No hay un acto de intromisión en una esfera de intimidad ante el cual esa persona está excluida.


Por ello, la pregunta que emerge es si en el artículo 161-A está sancionada la confidencialidad de la palabra. El tenor literal diría que sí, pero una interpretación sistemática debería decir que no, porque es un delito contra actos de intromisión.


Se hizo saber a la Comisión que de 161 causas en diferentes juzgados del crimen de Santiago, hay dos causas por el 161-A y dos por el artículo 22. Los demás son injurias y calumnias, que son, indistintamente, calificadas por el Código Penal o por la ley de Abusos de Publicidad. De los dos casos del artículo 22, uno de ellos jamás podría ser considerado en el 161-A. Es decir, es un caso para el cual el artículo 161-A era inofensivo. El artículo 22 era el peligroso para los medios de comunicación, que es más amplio, en muchos aspectos, que el 161-A.

A consecuencias del debate producido en esta materia, hubo consenso en la necesidad de hacer un trabajo largo, acucioso, serio, científicamente apoyado con un estudio profundo de los resultados concretos de nuestra evolución jurisprudencial y de derecho comparado, para poder racionalizar el caos existente en relación con la protección de la vida privada y de la intimidad. 

La propuesta del Gobierno, que la Comisión ha compartido, es promover un proyecto de ley que tenga un artículo único que disponga el restablecimiento del artículo 22 de la ley de Abusos de Publicidad, por un período muy breve, de seis meses, con el compromiso del Ejecutivo de que, dentro de ese lapso, estudiará y presentará un proyecto de ley sobre el tema de la privacidad e intimidad de las personas.


Se propone aprobar esta observación.

Observación N° 31

(Artículos primero y segundo transitorios)


Esta observación incorpora en el proyecto dos artículos transitorios.


El artículo segundo transitorio  previene que el artículo 10° de esta ley entrará en vigor seis meses después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, disposición que, como ya se expresado, quedaría sin efecto en caso de aprobarse la recomendación de la Comisión en orden a rechazar la observación N° 10, que agrega un artículo 10 en el proyecto relativo a la indicación del tiraje en los medios .

--------


El artículo primero transitorio, que complementa el artículo 44, dispone que en el período en el cual deban coexistir simultáneamente el sistema analógico y el digital, se podrá participar en la propiedad de uno analógico y uno digital.


El período de coexistencia será fijado en la legislación que prepara el Ministerio respectivo.


El señor Ministro Secretario General de Gobierno expresó que este artículo nació de una conversación que sostuvo con el Presidente de ANATEL y el Subsecretario de Telecomunicaciones.


Explicó que habrá una legislación que solucionará el tema. Se trata de un problema técnico, que se despejará en la legislación definitiva que está preparando la Subsecretaría aludida.


Algunos señores Diputados expresaron que si se rechazaba este artículo, se estaría prohibiendo per se la participación de los actuales canales en la televisión digital, dado que no habría conversión automática de la concesión analógica a la digital, que tienen regulaciones diferentes. 

Como el tema habrá de discutirse cuando se abra la televisión digital,  no se estimó pertinente entrar a debatir en este proyecto el tema de fondo.

Se recomienda aprobar esta observación, en lo que dice relación con su artículo primero.

--------


Continúa de Diputado Informante el señor Zarko Luksic Sandoval.
.
Sala de la Comisión, a  7 de noviembre de 2000.


Tratado y aprobado, conforme se consigna en las actas de las sesiones  de 16, 29 y 30 de agosto, 5 y  12 de septiembre, 3 y 10 de octubre, y 7 de noviembre de 2000, con asistencia de los Diputados y Diputadas Laura Soto González (Presidenta), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, Haroldo Fossa Rojas, Pía Guzmán Mena, Miguel Hernández Saffirio, Tomás Jocelyn-Holt Letelier, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Aníbal Pérez Lobos e Ignacio Walker Prieto. 

Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario de la Comisión.

Anexo boletín Nº 1035-07 (O).

PROYECTO DE LEY:

Ley sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo

Título  I

Disposiciones generales


"Artículo 1°.- La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, constituyen un derecho fundamental de todas las personas. Su ejercicio incluye no ser perseguido ni discriminado a causa de las propias opiniones, buscar y recibir informaciones, y difundirlas por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan, en conformidad a la ley.


Asimismo, comprende el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social, sin otras condiciones que las señaladas por la ley.


Se reconoce a las personas el derecho a ser informadas sobre los hechos de interés general. 

(Observación 1).

Artículo 2°.- Para todos los efectos legales, son medios de comunicación social aquéllos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualesquiera sea el soporte o instrumento utilizado.


Se entenderá por diario todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley. 

(Observación 2).


Artículo 3°.- El pluralismo en el sistema informativo favorecerá la expresión de la diversidad social, cultural, política y regional del país. Con este propósito se asegurará la libertad de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social. 

(Observación 3)


Artículo 4°.-  Los fondos que establecen los presupuestos del Estado, de sus organismos y empresas y de las municipalidades, destinados a avisos, llamados a concurso, propuestas y publicidad, que tengan una clara identificación regional, provincial o comunal, deberán destinarse mayoritaria y preferentemente a efectuar la correspondiente publicación o difusión en medios de comunicación social regionales, provinciales o comunales.


Anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios para financiar la realización, edición y difusión de programas o suplementos de carácter regional. La asignación de estos recursos será efectuada por los respectivos Consejos Regionales, previo concurso público. Los concursos serán dirimidos por comisiones cuya composición, generación y atribuciones serán determinadas por reglamento. En dicho reglamento deberán establecerse, además, los procedimientos y criterios de selección. 


La Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará, anualmente, recursos para la realización de estudios sobre el pluralismo en el sistema informativo nacional, los que serán asignados mediante concurso público por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica. 

(Observación 3)

Título II

Del ejercicio del periodismo

(Observación 4)


Artículo 5°.- Son periodistas quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y aquéllos a quienes la ley reconoce como tales. 

(Observación 5)

Artículo 6°.- Los alumnos de las escuelas de periodismo, mientras realicen las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, y los egresados de las mismas, hasta veinticuatro meses después de la fecha de su egreso, tendrán los derechos y estarán afectos a las responsabilidades que esta ley contempla para los periodistas. 

(Observación 7)


Artículo 7°.- Los directores, editores de medios de comunicación social, las personas a quienes se refieren los artículos 5° y 6º y los corresponsales extranjeros que ejerzan su actividad en el país, tendrán derecho a mantener reserva sobre su fuente informativa, la que se extenderá a los elementos que obren en su poder y que permitan identificarla y no podrán ser obligados a revelarla ni aún judicialmente.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará también a las personas que, por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información.


El que haga uso del derecho consagrado en el inciso primero será personalmente responsable de los delitos que pudiere cometer por la información difundida. 

(Observación 8)

Artículo 8º (2°).- El medio de comunicación social que difunda material informativo identificándolo como de autoría de un periodista o persona determinados, con su nombre, cara o voz, no podrá introducirle alteraciones substanciales sin consentimiento de éste; será responsable de dichas alteraciones y, a petición del afectado, deberá efectuar la correspondiente aclaración. Este derecho del afectado caducará si no lo ejerce dentro de los seis días siguientes.


El periodista o quien ejerza la actividad periodística no podrá ser obligado a actuar en contravención a las normas éticas generalmente aceptadas para el ejercicio de su profesión.


La infracción a lo establecido en los incisos precedentes, cuando el afectado sea un periodista contratado o quien sea contratado para ejercer funciones periodísticas por el respectivo medio de comunicación social, constituirá incumplimiento grave del empleador a las obligaciones que impone el contrato de trabajo.

(Observación 2)
Título III

De las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social


Artículo 9°.- En los casos en que la ley permita que el propietario de un medio de comunicación social sea una persona natural, ésta deberá tener domicilio en el país y no haber sido condenada por delito que merezca pena aflictiva. Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán tener domicilio en Chile y estar constituidas en el país o tener agencia autorizada para operar en territorio nacional. Su presidente y sus administradores o representantes legales deberán ser chilenos y no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. La condena a la pena señalada hará cesar al afectado, de inmediato, en toda función o actividad relativa a la dirección, administración o representación en el medio de comunicación social en que la desempeñe.


Todo medio de comunicación social deberá proporcionar información fidedigna acerca de sus propietarios, controladores directos o indirectos, arrendatarios, comodatarios o concesionarios, según fuere el caso. Si ellos fueren una o más personas, dicha información comprenderá la que sea conducente a la individualización de las personas naturales y jurídicas que tengan participación en la propiedad o tengan su uso, a cualquier título. Asimismo, comprenderá las copias de los documentos que acrediten la constitución y estatutos de las personas jurídicas que sean socias o accionistas, salvo en los casos de sociedades anónimas abiertas, así como las modificaciones de los mismos, según correspondiere. La referida información será de libre acceso al público y deberá encontrarse permanentemente actualizada y a su disposición en el domicilio del respectivo medio de comunicación social y de las autoridades que la requieran en el ejercicio de sus competencias.


Las concesiones para radiodifusión sonora de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento, sólo podrán otorgarse si se acredita, previamente, que en su país de origen se otorga a los chilenos derechos y obligaciones similares a las condiciones de que gozarán estos solicitantes en Chile. Igual exigencia deberá cumplirse para adquirir una concesión ya existente. La infracción al cumplimiento de esta condición significará la caducidad de pleno derecho de la concesión. 

(Observación 9)


Artículo 10°.- Las publicaciones escritas que tengan un tiraje superior a cinco mil ejemplares deberán señalar en un lugar destacado la cuantía de la edición inmediatamente anterior. 

(Observación 10)


Artículo 11 (3°).- Los medios de comunicación social deberán tener un director responsable y, a lo menos, una persona que lo reemplace.


El director y quienes lo reemplacen deberán ser chilenos, tener domicilio y residencia en el país, no tener fuero, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva y, en los dos últimos años, no haber sido condenados como autores de delitos reiterados o como reincidentes en delitos penados por esta ley. La condena a pena aflictiva hará cesar al afectado, de inmediato, en toda función o actividad relativa a la administración del medio. 

(Observación 3)

Para ejercer los cargos de jefe de prensa o periodista, cuando así lo requiera la respectiva planta, en algún órgano de la administración centralizada o descentralizada del Estado, o en alguna de sus empresas, se requerirá estar en posesión del titulo de periodista, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente.

 (Observación 6)

La nacionalidad chilena no se exigirá si el medio de comunicación social usare un idioma distinto del castellano.


Artículo 12 (4°).- Los medios de comunicación social podrán iniciar sus actividades una vez que hayan cumplido con las exigencias de los artículos anteriores.


Sin perjuicio de las normas de esta ley, el otorgamiento de concesiones o permisos de servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, su ejercicio e iniciación de actividades se regirán por las leyes respectivas.


La iniciación de actividades de los medios escritos de comunicación social se informará a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional que corresponda al domicilio del medio mediante presentación, de la que esa Gobernación o Intendencia enviará copia al Director de la Biblioteca Nacional. La presentación deberá contener las siguientes enunciaciones:


a) El nombre del diario, revista o periódico, señalando los períodos que mediarán entre un número y otro;


b) El nombre completo, profesión, domicilio y los documentos que acrediten la identidad del propietario, si fuere persona natural, o de las personas que tienen la representación legal de la sociedad, si se tratare de una persona jurídica;


c) El nombre completo, domicilio y los documentos que acrediten la identidad del director y de la o las personas que deban substituirlo, con indicación del orden de precedencia en que ellas deben asumir su reemplazo;


d) La ubicación de sus oficinas principales, y


e) Tratándose de una persona jurídica, los documentos en que consten sus socios o accionistas y el porcentaje, monto y modalidades de su participación en la propiedad o en el capital de la empresa o, en su caso, los documentos de apertura de la agencia, sus estatutos y los mandatos de sus representantes legales.


Asimismo, cualquier cambio que se produzca en las menciones anteriores deberá ser comunicado de igual forma, dentro de los quince días siguientes, o dentro de sesenta días si afectase a alguna de las expresadas en la letra e). Con todo, no requerirán ser informados los cambios en los accionistas o en la participación en el capital, cuando el propietario del medio de comunicación social sea una sociedad anónima abierta.


El Director de la Biblioteca Nacional deberá llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunicación social existentes en el país, con indicación de los antecedentes señalados en este artículo.


Las disposiciones precedentes no se aplicarán a las publicaciones que se distribuyan internamente en instituciones públicas o privadas. 

(Observación 3)


Artículo 13°.- En la primera página o en la página editorial o en la última, y siempre en un lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de todo servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, se indicará el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable. 

(Observación 11)


Artículo 14º.- 
Todo impreso, grabación sonora o producción audiovisual o electrónica realizados en el país y destinados a la comercialización, deberá incluir el nombre de la persona responsable o establecimiento que ejecutó la impresión o producción, así como el lugar y la fecha correspondiente, sin perjuicio de cumplir, en su caso, con los demás requisitos fijados por la ley. En el caso de los libros, se colocará en un lugar visible la cantidad de ejemplares.

(Observación 12)

Artículo 15.- Las personas o establecimientos a que se refiere el artículo anterior, deberán enviar a la Biblioteca Nacional, al tiempo de su publicación, la cantidad de quince ejemplares de todo impreso, cualesquiera sea su naturaleza.


En el caso de las publicaciones periódicas, el Director de la Biblioteca Nacional estará facultado para suscribir convenios con los responsables de dichos medios para establecer modalidades de depósito legal mixto, reduciendo el número de ejemplares en papel, sustituyendo el resto por reproducciones de los mismos en microfilms y/o soportes electrónicos. 


De las publicaciones impresas en regiones, de los quince ejemplares, cuatro de estos deberán depositarse en la biblioteca pública de la región que designe el Director de la Biblioteca Nacional.


La Biblioteca Nacional podrá rechazar y exigir un nuevo ejemplar, si alguno de los ejemplares depositados, en cualquier soporte, exhibe deficiencias o algún deterioro que impida su consulta o conservación.


En el caso de las grabaciones sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la comercialización, tales personas o establecimientos depositarán dos ejemplares de cada una.


La obligación que establece este artículo deberá cumplirse dentro del plazo máximo de treinta días. 

(Observación 13)

Artículo 16 (7°).- Los servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, respecto de sus programas de origen nacional, estarán obligados a dejar copia o cinta magnetofónica y a conservarla durante veinte días, de toda noticia, entrevista, charla, comentario, conferencia, disertación, editorial, discurso o debate que haya transmitido. 

(Observación 8)

Título IV (III)

Del derecho de aclaración y de rectificación


Artículo 17 (8°).- Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su aclaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que se establecen en los artículos siguientes, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida. 

(Observación 8)


Artículo 18 (9°).- El ofendido o injustamente aludido por un servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o un servicio limitado de televisión tendrá derecho, pagando sólo el valor del material que se emplee en la reproducción o proporcionando el que se usará para ello, a requerir directamente la entrega de una copia fiel de la transmisión a que se refiere el artículo 7° 
, la que deberá ser puesta a su disposición dentro de quinto día.


En caso de que el respectivo servicio no hiciere entrega de la copia dentro de plazo o se negare injustificadamente a hacerlo, y el juez de letras en lo criminal la estimara pertinente para acreditar un posible hecho delictivo, a solicitud del interesado y a su costa podrá requerir el envío de la copia, para ponerla a disposición de éste.  El director responsable o quien lo reemplace deberá entregar al tribunal la copia fiel de la transmisión dentro de tercero día, contado desde que se le notifique la resolución que ordene enviarla. 

(Observación 8)


Artículo 19 (10).- La obligación del medio de comunicación social de difundir gratuitamente la aclaración o la rectificación regirá aun cuando la información que la motiva provenga de una inserción. En este caso, el medio podrá cobrar el costo en que haya incurrido por la aclaración o la rectificación a quien haya ordenado la inserción.


Las aclaraciones y las rectificaciones deberán circunscribirse, en todo caso, al objeto de la información que las motiva y no podrán tener una extensión superior a mil palabras o, en el caso de la radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, a dos minutos.


Este requerimiento deberá dirigirse a su director, o a la persona que deba reemplazarlo, dentro del plazo de  veinte días, contado desde la fecha de la edición o difusión que lo motive.


Los notarios y los receptores judiciales estarán obligados a notificar el requerimiento a simple solicitud del interesado. La notificación se hará por medio de una cédula que contendrá íntegramente el texto de la aclaración o rectificación, la que será entregada al director o a la persona que legalmente lo reemplace, en el domicilio legalmente constituido. 

(Observación 8)


Artículo 20.- El escrito de aclaración o de rectificación deberá publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página, con características similares a la información que lo haya provocado o, en su defecto, en un lugar destacado de la misma sección.


En el caso de servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, la aclaración o la rectificación deberá difundirse en el mismo horario y con características similares a la transmisión que la haya motivado.


La difusión destinada a rectificar o aclarar se hará, a más tardar, en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas y que se efectúe después de las veinticuatro horas siguientes a la entrega de los originales que la contengan. Si se tratare de una publicación que no aparezca todos los días, la aclaración o la rectificación deberán entregarse con una antelación de, a lo menos, setenta y dos horas. 


El director del medio de comunicación social no podrá negarse a difundir la aclaración o rectificación, salvo que ella no se ajuste a las exigencias del inciso segundo del artículo 18 
, o suponga la comisión de un delito. Se presumirá su negativa si no se difundiere la aclaración o rectificación en la oportunidad señalada en el inciso anterior, o no la publicare o difundiere en los términos establecidos en los incisos primero o segundo, según corresponda.


Si el medio hiciere nuevos comentarios a la aclaración o rectificación, el afectado tendrá derecho a réplica según las reglas anteriores. En todo caso, los comentarios deberán hacerse en forma tal, que se distingan claramente de la aclaración o rectificación. 

(Observación 14)


Artículo 21 (11).- El derecho a que se refiere este Título prescribirá dentro del plazo de veinte días, contado desde la fecha de la emisión. Sólo podrá ser ejercido por la persona ofendida o injustamente aludida, o por su mandatario o apoderado, o, en caso de fallecimiento o ausencia de aquélla, por su cónyuge o por sus parientes por consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado inclusive. 

(Observación ¿?)


Artículo 22 (12).- No se podrá ejercer el derecho de aclaración o rectificación con relación a las apreciaciones personales que se formulen en comentarios especializados de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica y deportiva, sin perjuicio de la sanción a que pueden dar lugar esos artículos, si por medio de su difusión se cometiere algunos de los delitos penados en esta ley. 

(Observación ¿?)

Título V (IV)

De las infracciones, de los delitos, de la responsabilidad y del procedimiento 

(Observación 15)

Párrafo 1º

De las infracciones al Título III (II) 

(Observación 16)

Artículo 23 (13).- Las infracciones al Título II  
se sancionarán con multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales.  Además, en su sentencia, el tribunal deberá fijar un plazo para que el denunciado dé cabal cumplimiento a la norma infringida, si procediere.


Ejecutoriada que sea la sentencia, el tribunal aplicará una nueva multa por cada publicación aparecida o transmisión efectuada sin que se haya dado cumplimiento a la obligación respectiva. Tratándose de infracción a los artículos ..., inciso ..., 10 y 11,
 el tribunal dispondrá, además, la suspensión del medio de comunicación social mientras subsista el incumplimiento.


Serán responsables solidarios del pago de las multas el director y el propietario o concesionario del medio de comunicación social. 

(Observación 11)


Artículo 24 (14).- El conocimiento y resolución de las denuncias por estas infracciones corresponderá al juez de letras en lo civil del domicilio del medio de comunicación social.


Estas infracciones podrá denunciarlas cualquier persona y, en especial, el Gobernador Provincial o el Intendente Regional o el  Director de la Biblioteca Nacional, en al caso del artículo 4°. 

(Observación 11)


Artículo 25 (15).- El procedimiento se sujetará a las reglas siguientes:


a) La denuncia deberá señalar claramente la infracción cometida, los hechos que la configuran y adjuntar los medios de prueba que los acrediten, en su caso.


b) El tribunal dispondrá que ésta sea notificada de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 10. 
 En igual forma se notificará la sentencia que se dicte.


c) El denunciado deberá presentar sus descargos dentro de quinto día hábil y adjuntar los medios de prueba que acrediten los hechos en que los funda. De no disponer de ellos, expresará esta circunstancia y el tribunal fijará una audiencia, para dentro de quinto día hábil, a fin de recibir la prueba ofrecida y no acompañada.


d) La sentencia definitiva se dictará dentro de tercero día de vencido el plazo a que se refiere la letra anterior, sea que el denunciado haya o no presentado descargos. Si el tribunal decretó una audiencia de prueba, este plazo correrá una vez vencido el plazo fijado para ésta.


e) Las resoluciones se dictarán en única instancia y se notificarán por el estado diario.


f) La sentencia definitiva será apelable en ambos efectos. El recurso deberá interponerse en el término fatal de cinco días, contados desde la notificación de la parte que lo entabla, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.


Deducida la apelación, el tribunal elevará de inmediato los autos a la Corte de Apelaciones. Esta resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia de ninguna de las partes, dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha de ingreso del expediente a la secretaría del tribunal. 

(Observación ¿?)

Artículo 26 (16).- Las acciones para perseguir las infracciones al Título II 
prescribirán en el plazo de seis meses contados desde su comisión. 

(Observación ¿?)

Párrafo 2°

De las infracciones al Título IV (III) 

(Observación 17)


Artículo 27 (17).- El conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Titulo IV, corresponderá al tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social. 

(Observación 18)

Artículo 28 (18).- El procedimiento se sujetará a las normas establecidas en el artículo 15, 
 con las siguientes modificaciones: 

(Observación ¿?)

a) El plazo para presentar los descargos será de tres días hábiles, y


b) No habrá término especial de prueba.


Artículo 29 (19).- El tribunal, en la resolución que ordene publicar o emitir la aclaración o la rectificación, o su corrección, fijará plazo para ello y, además, podrá aplicar al director una multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales.


Ejecutoriada la sentencia condenatoria, si no se publica la aclaración o rectificación dentro del plazo señalado por el tribunal, y en los términos establecidos en los incisos ... o ... del artículo ..., 
 según el caso, el director del medio será sancionado con multa de doce a cien unidades tributarias mensuales y se decretará la suspensión inmediata del medio de comunicación social. El tribunal alzará la suspensión decretada desde el momento en que el director pague la multa y acompañe declaración jurada en que se obligue a cumplir cabalmente la obligación impuesta en la primera edición o transmisión más próxima.


Serán responsables solidarios del pago de las multas el director y el propietario o concesionario del medio de comunicación social.


Cuando por aplicación de las disposiciones de este artículo un medio de comunicación social fuere suspendido temporalmente, su personal percibirá, durante el lapso de la suspensión, todas las remuneraciones a que legal o contractualmente tuviere derecho, en las mismas condiciones como si estuviere en funciones. 

(Observación ¿?)
Párrafo 3°

De los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social


Artículo 30 (20).- Los delitos de calumnia e injuria cometidos a través de cualquier medio de comunicación social, serán sancionados con las penas corporales señaladas en los artículos 413, 418, inciso prime​ro, y 419 del Código Penal, y con multas de veinte a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales en los casos del Nº 1 del artículo 413 y del artículo 418; de veinte a cien unidades tributarias mensuales en el caso del Nº 2 del artículo 413 y de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 419.


No constituyen injurias las apreciaciones personales que se formulen en comentarios especializados de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica y deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar. 

(Observación ¿?)


Artículo 31.- Al inculpado de haber causado injuria a través de un medio de comunicación social, no le será admitida prueba de verdad acerca de sus expresiones, sino cuando hubiere imputado hechos determinados y concurrieren a lo menos una de las siguientes circunstancias:


a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real.


b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio.


En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el juez procederá a sobreseer definitivamente o absolver al querellado, según correspondiere. 


Para lo dispuesto en el presente artículo se considerarán como hechos de interés público de una persona los siguientes: 


a) Los referentes al desempeño de funciones públicas;


b) Los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento tenga interés público real;


c) Los que consistieren en actividades a las cuales haya tenido libre acceso el público, a título gratuito u oneroso; 


d) Las actuaciones que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algún medio de comunicación social;


e) Los acontecimientos o manifestaciones de que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos; y


f) Los consistentes en la comisión de delitos o participación culpable en los mismos.


Se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito. 

(Observación 19)


Artículo 32.- El que por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales. 

(Observación 20)

Artículo 33 (21).- La difusión de noticias o informaciones emanadas de juicios, procesos o gestiones judiciales pendientes o afinados, no podrá invocarse como eximente o atenuante de responsabilidad civil o penal, cuando dicha difusión, por sí misma, sea constitutiva de los delitos de calumnia, injuria o ultraje público a las buenas costumbres.


Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior las publicaciones jurídicas de carácter especializado, las que no darán lugar a responsabilidad civil ni penal por la difusión de noticias o informaciones de procesos o gestiones judiciales que estuvieren afinados o, si se encontraren pendientes, siempre que no se individualice a los interesados. 

(Observación ¿?)

Artículo 34 (22).- Se prohíbe la divulgación, por cualquier medio de comunicación social, de la identidad de menores de edad que sean autores, cómplices, encubridores o testigos de delitos, o de cualquier otro antecedente que conduzca a ella.


Esta prohibición regirá también respecto de las víctimas de alguno de los delitos contemplados en el Título VII, "Crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública", del Libro II del Código Penal, a menos que consientan expresamente en la divulgación.


La infracción a este artículo será sancionada con multa de treinta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reiteración, la multa se elevará al doble. 

(Observación ¿?)

Artículo 35 (23).- El que cometiere alguno de los delitos de ultraje público a las buenas costumbres contemplados en los artículos 373 y 374 del Código Penal, a través de un medio de comunicación social, será castigado  con reclusión menor en su grado mínimo a medio y multa de once a ochenta unidades tributarias mensuales.


Constituirá circunstancia agravante al ultraje público y a las buenas costumbres la incitación o promoción de la perversión de menores de edad o que el delito se cometiere dentro del radio de doscientos metros de una escuela, colegio, instituto o cualquier establecimiento educacional o de asilo destinado a niños y jóvenes. 

(Observación 21).


Artículo 36 (24).- Los medios de comunicación social están exentos de responsabilidad penal respecto de la publicación de las opiniones vertidas por los parlamentarios en los casos señalados en el inciso primero del artículo 58 de la Constitución Política, y de los alegatos hechos por los abogados ante los tribunales de justicia. 

(Observación ¿?)

Párrafo 4°

De los delitos cometidos contra las libertades de opinión y de información


Artículo 37.- El que, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, y en el ejercicio de funciones públicas, obstaculizare o impidiere la libre difusión de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales. (Observación 22)


Artículo 38.- Para efectos de lo dispuesto en el decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o convenciones, que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación. 


Para lo señalado en el artículo primero del decreto ley N° 211, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social. 

(Observación 23)


Artículo 39.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar con informe previo a su perfeccionamiento de la respectiva Comisión Preventiva respecto a su impacto en el mercado informativo. Dicho informe deberá evacuarse dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud, en caso contrario se entenderá que no amerita objeción alguna. 

(Observación 23)
Párrafo 5°

De la responsabilidad y del procedimiento aplicables a los delitos de que trata esta ley


Artículo 40.- La responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del número 12º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, se determinará por las normas de esta ley y las de los Códigos respectivos.


Se considerará también autor, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la publicación o difusión, salvo que se acredite que no hubo negligencia de su parte. 

(Observación 24)


Artículo 41.- La acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.


La comisión de los delitos de injuria y calumnia a que se refiere el artículo 30, dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral. 

(Observación 24)


Artículo 42.- La justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el Artículo 19 número 12º, inciso primero, de la Constitución Política de la República. 


Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos, en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero que goce alguno de los inculpados. 

(Observación 25)

Artículo 43°.- Siempre que alguno de los ofendidos lo exigiere, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redactado por el secretario del tribunal, de la sentencia condenatoria recaída en un proceso por alguno de los delitos a que se refiere el párrafo 3° del Titulo IV 
de esta ley, en el medio de comunicación social en que se hubiere cometido la infracción, a costa del ofensor.


Si no se efectuare la publicación dentro del plazo señalado por el tribunal, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29. 

(Observación 26)

Disposiciones varias


Artículo 44°.- Agrégase el siguiente inciso sexto al artículo 15 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión: 


"Ninguna persona que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción podrá participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.". 

(Observación 27)

Artículo 45 (25).- Para los efectos del inciso segundo del artículo 1º del decreto ley Nº 211, de 1973, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.

 (Observación ¿?)


Artículo 46 (26).- Derógase el número 1° del artículo 158 del Código Penal. 

(Observación ¿?)


Artículo 47 (27).- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 504 del Código de Procedimiento Penal:


"La sentencia condenatoria por el artículo 374 del Código Penal ordenará la destrucción total o parcial, según proceda, de los impresos o de las grabaciones sonoras o audiovisuales de cualquier tipo que se hayan decomisado durante el proceso.".
(Observación ¿?)


Artículo 48.- Introdúcense a la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase la letra b) del artículo 6º, por la siguiente:


"b) Los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional;".


b) Derógase el artículo 16.


c) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:


"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la Ley sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.".


d) Deróganse los artículos 18, 19, 20 y 21.

(Observación 28)


Artículo 49.- Para intercalar en el artículo 50 numero 2° del Código Orgánico de Tribunales, entre la expresión "los Ministros de Estado " y la expresión "los Intendentes y Gobernadores" la siguiente expresión: "Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile. 

(Observación 29)

Artículo 50.- Derógase la ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad, a excepción de su artículo 49.". 

(Observación 30)


Artículo primero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo 44 de la presente ley, en el período en el cual deban coexistir simultáneamente el sistema analógico y el digital, se podrá participar en la propiedad de uno analógico y uno digital. 

(Observación 31)


Artículo segundo transitorio.- El artículo 10° de la presente ley entrará en vigor seis meses después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.". 

(Observación 31)
� El N° 2° del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales, que  establece que un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, según el turno que ella fije, conocerá en primera instancia de ciertos asuntos judiciales, quedaría redactado de la forma siguiente:


2° De las causas civiles y criminales por crímenes o simples delitos en que sean parte o tengan interés el Presidente de la República, los ex Presidentes de la República, los Ministros de Estado, Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, los Intendentes y Gobernadores, los Agentes Diplomáticos chilenos, los Embajadores y los Ministros Diplomáticos acreditados con el Gobierno de la República o en tránsito por su territorio, los Arzobispos, los Obispos, los Vicarios Generales, los Provisores y los Vicarios Capitulares.


� Ha de hacerse constar que la disposición del artículo 24 de la ley de Abusos de Publicidad es recogida, con algunos cambios de redacción, en el artículo 34 del proyecto en informe.


� Fallo de 30 de octubre de 1995, recaído en los autos rol N° 226, comentado ampliamente en el informe evacuado en tercer trámite constitucional (BOL. 1035-07-4). Disponible en la Intranet: Camdip-Oficinas Internas-Comisiones-Constitución, Legislación y Justicia-Informes.


� Ha de recordarse que el Senado, en el segundo trámite reglamentario, introdujo un artículo 15 nuevo, en virtud del cual se obligaba  a los diarios, revistas o escritos periódicos a proporcionar al público información oportuna y veraz sobre el número de los ejemplares que componen su edición y, en la forma y plazos que señale el respectivo reglamento, a verificar públicamente su circulación.  


La primera obligación se entendía cumplida mediante la publicación del número de ejemplares en un lugar destacado de aquellos medios.


Esa norma fue rechazada por la Cámara de Diputados y también en la comisión mixta.


� Para mayor información sobre el tema de los Indices de Verificación de Circulación, puede verse, a mayor abundamiento, el informe emitido por la Oficina de Informaciones sobre el particular, elaborado por la abogada Verónica Seguel Ilabaca, que consta entre los antecedentes del proyecto.


� El Senado, en el segundo trámite constitucional, proponía  incorporar en el Código Penal, entre los delitos de ultrajes públicos a las buenas costumbres, un nuevo artículo, signado con el Nº 374-A, en virtud del cual, las penas previstas para estos delitos se elevan en un grado, y al doble tratándose de multas, si el ultraje público a las buenas costumbres incitare o promoviere la perversión de menores de edad. Este artículo fue rechazado por la Cámara y no considerado en el texto aprobado por la comisión mixta, la que en su reemplazo aprobó un inciso igual al que se repone con la observación.


� Iniciado en una moción de los Diputados Gabriel Ascencio Mansilla, Francisco Huenchumilla Jaramillo, Andrés Palma Irarrázabal, Exequiel Silva Ortiz, Víctor J. Barrueto, Antonio Leal Labrín, Pía Guzmán Mena, Isabel Allende Bussi, Juan Bustos Ramírez y Osvaldo Palma Flores.


� Este texto contiene, refundidos, el proyecto aprobado por el Congreso Nacional y las observaciones de S.E. el Presidente de la República. Así quedaría el proyecto si se aprobaran todas las observaciones formuladas.


Para una mejor comprensión del mismo, debe tenerse presente que los:


Artículos con letra normal: Corresponden a los artículos aprobados por el Congreso Nacional y comunicados al Ejecutivo.


Artículos con negrilla: Corresponden a los artículos nuevos incorporados mediante el veto.


Artículos con negrilla y subrayado: Corresponden a los artículos nuevos incorporados mediante el veto pero que figuraban en el texto aprobado por la Comisión Mixta, que fuera rechazado por la Cámara de Diputados y aprobado por el Senado.


En los respectivos artículos se indica el número de la observación. El signo (¿?) interrogativo es para indicar que el artículo pertinente no fue objeto de observación pero que habrá de cambiar de numeración cuando se comunique el texto final al Ejecutivo.


� Corresponde al artículo 16 de este texto refundido.


� Corresponde al artículo 19 de este texto refundido.


� Corresponde al Título III de este texto refundido.


� Corresponde a los artículos 11, inciso primero, 12 y 13, de este texto refundido.


� Corresponde al artículo 15 de este texto refundido.


� Corresponde al artículo 19 de este texto refundido.


� Corresponde al Título III  de este texto refundido.


� Corresponde al artículo 25 de este texto refundido.


� Corresponde a los incisos primero o segundo del artículo 20, de este texto refundido.


� Corresponde al Título V  de este texto refundido.





